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ADROHER BIOSCA, S., CAMPUZANO DÍAZ, B. y PALAO MORENO, G. (dirs.), Un Derecho 
Internacional Privado centrado en los derechos de las personas, Valencia, Tirant lo Blanch, 2025, 
550 pp. ISBN: 9788410718111. 
 

La obra colectiva “Un derecho internacional privado centrado en los derechos de las 
personas”, dirigida por Salomé Adroher Biosca, Beatriz Campuzano Díaz y Guillermo Palao 
Moreno, recoge las veintidós ponencias y comunicaciones presentadas en el VII Seminario 
AEPDIRI, celebrado el 14 de marzo de 2024 en la Facultad de Derecho de la Universidad Pontificia 
Comillas (ICADE), bajo la organización de la Asociación Española de Profesores de Derecho 
Internacional y Relaciones Internacionales. Como sucede periódicamente en la evolución de las 
disciplinas jurídicas, la doctrina vuelve la mirada hacia sus propios fundamentos para 
interrogarse por su sentido y orientación. Precisamente este volumen se inserta en ese 
movimiento reflexivo y lo hace desde una premisa clara, cual es la necesidad de repensar el 
Derecho internacional privado a la luz de los derechos de las personas en un espacio jurídico 
crecientemente interconectado. 

La contribución de Nicolas Nord (“Un Derecho Internacional privado centrado en los derechos 
de las personas: un análisis transversal, crítico y prospectivo”) inaugura el libro con una reflexión 
de alcance estructural. El eje dominante es el estudio del tránsito desde un modelo centrado en 
la soberanía estatal hacia otro en el que el individuo adquiere protagonismo normativo. Los 
autores mantienen en todo momento el pulso narrativo y conceptual, identificando los factores, 
jurisprudenciales, normativos y sociales, que han impulsado esta transformación, y sugiriendo, 
con cautela prospectiva, las posibles oscilaciones futuras del péndulo jurídico. Al hilo de sus 
reflexiones, el lector advierte que el desplazamiento del foco hacia la persona no constituye un 
mero ajuste técnico, sino una mutación profunda del paradigma de la disciplina. 

El primer bloque, dedicado a los derechos de las personas vulnerables, despliega una 
cartografía minuciosa de los mecanismos de tutela en el ámbito internacional y europeo. Laura 
Martínez–Mora Charlebois (“La protección internacional de las personas, en particular los niños, 
niñas y adolescentes, a través de los Convenios de La Haya”) examina el marco protector 
construida en torno a los instrumentos de La Haya, destacando su funcionalidad y coherencia 
sistémica. Mónica Herranz Ballesteros (“El Derecho Internacional privado de la UE en materia de 
protección de los derechos de los menores y de los adultos en situación de vulnerabilidad: 
elementos teóricos que condicionan su aplicación”) aborda los presupuestos conceptuales que 
condicionan la aplicación de los Reglamentos europeos; la autora sigue una metodología límpida 
que permite desentrañar los elementos estructurales que subyacen a la práctica normativa. 

Las comunicaciones que completan este bloque enriquecen la perspectiva con 
aproximaciones complementarias. María González Marimón (“La protección del adulto 
vulnerable en la UE: un principio en construcción”) analiza la progresiva consolidación de este 
principio en el ordenamiento europeo; Briseida Sofía Jiménez Gómez (“Los derechos de 
protección de datos de las personas en Internet: ¿es sólida la decisión de adecuación de 
transferencias de datos personales con los EEUU?”) examina críticamente el régimen de 
transferencias internacionales de datos; Lidia Moreno Blesa (“La confluencia del Derecho 
Internacional público y privado en la protección de los adultos vulnerables”) explora la 
intersección entre ambos sectores normativos; Natividad Goñi Urriza (“Las novedades de la 
propuesta de Reglamento sobre la protección de los adultos en relación con la competencia 
judicial internacional”) estudia las implicaciones competenciales de la propuesta europea; y Raúl 
Lafuente Sánchez (“Protección de adultos vulnerables en contextos transfronterizos: foros 
competentes y normas de conflicto”) analiza los foros y normas de conflicto aplicables. Cierra el 
bloque Stefania Pia Perrino (“Until death do us apart, except for reproductive cells: the post–
mortem reproduction, filiation and parenthood”), que aborda con rigor las complejas 
implicaciones de la reproducción post mortem en el plano internacional. En su conjunto, este 
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apartado pone de relieve la progresiva sofisticación de los instrumentos de protección y la 
necesidad de una articulación coherente entre fuentes diversas. 

El segundo bloque, dedicado a la diligencia debida y a la relación entre empresas y derechos 
humanos, traslada la centralidad de la persona al ámbito de la actividad económica transnacional. 
Francisco Javier Zamora Cabot (“Empresas, derechos humanos y acceso: cruzando –de nuevo– el 
Atlántico, Atlantic crossing”) examina la experiencia estadounidense en litigios por violaciones de 
derechos humanos y su proyección en el debate europeo. Antonia Durán Ayago (“Diligencia 
debida y Derecho Mercantil materialmente orientado hacia la sostenibilidad: implicaciones para 
el Derecho Internacional Privado europeo”) analiza las consecuencias que la normativa sobre 
sostenibilidad y diligencia debida proyecta sobre los Reglamentos europeos de competencia 
judicial y ley aplicable; la autora sigue una metodología límpida que facilita la sistematización de 
los retos planteados. 

Las aportaciones de Laura García Álvarez (“Extraterritorialidad y competencia judicial 
internacional en la Directiva de la UE sobre diligencia debida de las empresas en materia de 
sostenibilidad”), Nerea Magallón Elósegui (“Un nuevo paso en el camino de la diligencia debida 
hacia una mayor transparencia de la conducta empresarial…”) y Maria Font i Mas (“La Directiva 
(UE) 2024/1069 sobre demandas estratégicas contra la participación pública (Anti–SLAPP): 
Aspectos de Derecho Internacional privado”) completan este bloque desde la perspectiva 
competencial, la transparencia informativa y la protección procesal frente a litigios estratégicos. 
El eje dominante es el estudio de cómo articular obligaciones sustantivas y garantías procesales 
que aseguren una tutela efectiva de los derechos humanos en el entramado económico global. 

El tercer bloque, dedicado a la inmigración con perspectiva de derechos, examina la 
dimensión más humana y, a la vez, más conflictiva del espacio transfronterizo. Isabel Eugenia 
Lázaro González (“El Derecho a la identidad de los extranjeros y la determinación de la edad”) 
analiza las garantías en la fijación de la edad y la protección de la identidad; Carmen Azcárraga 
Monzonís (“Extranjería y violencia contra la mujer. Avances y aspectos pendientes del art. 31 bis 
de la Ley Orgánica 4/2000”) estudia la tutela de mujeres extranjeras; y Lucas Andrés Pérez 
Martín (“Siguiendo el rastro de las rutas migratorias…”) propone reformas del sistema de gestión 
de menores migrantes no acompañados. 

Las comunicaciones de Nieves Irene Caballero Pérez (“El gran reto de la migración del siglo 
XXI en el Derecho Internacional: Los niños invisibles…”), Dulce Lopes (“El matrimonio de 
personas menores de edad en el Derecho Privado europeo e internacional”), Antonio Quirós–
Fons (“La nueva tarjeta azul frente al reto de atraer talento…”), Vito Bumbaca (“Protective 
coordination and adjudication for children seeking access to asylum–civil justice in cross–border 
family relationships”) y Carmen Parra Rodríguez (“Problemas prácticos de la regulación de la 
acogida familiar de menores migrantes no acompañados…”) amplían el análisis a la identidad, el 
matrimonio de menores, la inmigración cualificada, la coordinación transnacional y la acogida 
familiar. Este bloque evidencia las tensiones entre soberanía, control migratorio y protección de 
derechos fundamentales, subrayando la necesidad de respuestas jurídicas integradas. 

En su valoración global, el volumen ofrece una contribución de notable densidad intelectual. 
Nos encontramos ante una obra que logra compaginar un estudio profundo de la materia con una 
moderada extensión en cada una de sus aportaciones, evitando tanto la dispersión temática como 
la reiteración argumental. La coherencia interna del libro se apoya en un hilo conductor claro, la 
centralidad de la persona, que atraviesa los tres bloques y dota de unidad a la diversidad de 
enfoques. 

La lectura del libro conduce a la consideración de que el Derecho internacional privado 
contemporáneo se halla en un momento de redefinición, en el que la técnica conflictual ya no 
puede desligarse de la protección sustantiva de los derechos. La obra no se limita a describir las 
normas vigentes, sino que ofrece claves interpretativas y sistemáticas que permiten comprender 
la evolución de la disciplina y sus desafíos futuros. En este sentido, constituye una aportación 
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relevante para la doctrina y para quienes, desde la práctica o la investigación, buscan comprender 
las transformaciones de un Derecho internacional privado cada vez más atento a la dignidad y a 
la realidad concreta de las personas. 

 
ÁLVAREZ RUBIO, J.J. (dir.) y BERTOMEU NAVARRO, A. (coord.), Empresa y derechos humanos. 
Retos y tendencias normativas ante un complejo e inédito contexto geoestratégico, Las Rozas, 
Aranzadi La Ley, 2025, 272 pp. ISBN: 978–84–1162–823–5. 
 

La obra colectiva Empresa y derechos humanos: retos y tendencias normativas ante un complejo 
e inédito contexto geoestratégico aborda una de las mutaciones más profundas del Derecho 
económico contemporáneo: la progresiva inserción de la empresa en un sistema normativo que 
ya no se limita a disciplinar su actividad productiva, sino que le impone obligaciones 
estructurales en materia medioambiental, laboral y de derechos humanos. En un escenario 
caracterizado por la transición ecológica, la reconfiguración geopolítica y la densificación 
normativa europea, la empresa se convierte en sujeto central de un orden regulatorio multinivel 
en el que la diligencia debida actúa como categoría vertebradora. 

El prólogo, firmado por Juan José Álvarez Rubio, cumple una función de encuadre intelectual 
particularmente relevante. Su reflexión inicial no se limita a presentar el contenido del volumen, 
sino que sitúa el debate en la tensión entre globalización económica y exigencias normativas 
emergentes, subrayando el tránsito desde modelos voluntarios de responsabilidad social 
corporativa hacia esquemas jurídicamente vinculantes. Y esta lectura introductoria anticipa la 
lógica interna de la obra y permite comprender el hilo conductor que enlaza las distintas 
contribuciones. En efecto, la estructura del volumen responde a una dirección científica 
especialmente cuidada. Los directores han sabido ordenar trabajos sectoriales diversos en torno 
a una secuencia argumental que parte de la responsabilidad medioambiental y culmina en la 
consolidación de estándares europeos vinculantes, pasando por la dimensión laboral, procesal y 
digital. La coherencia del conjunto no es fruto de la casualidad, sino resultado de una labor de 
coordinación que otorga unidad conceptual a la pluralidad de enfoques. 

El recorrido se inicia con la aportación de Iñigo Iruretagoiena Agirrezabalaga, 
“Responsabilidad medioambiental del inversor en el arbitraje de inversiones”. Desde el ámbito 
del arbitraje internacional, el autor examina la creciente incorporación de consideraciones 
ecológicas en la resolución de controversias entre inversores y Estados. La tradicional lógica de 
protección de inversiones se ve así interpelada por exigencias medioambientales que 
reconfiguran el equilibrio entre intereses públicos y privados. Este punto de partida sitúa al lector 
ante la primera manifestación del desplazamiento normativo que atraviesa toda la obra. 

Sobre esa base, la atención se desplaza hacia la dimensión social de la actividad empresarial. 
Consuelo Chacartegui Jávega, en “Derechos humanos laborales y trabajo decente en la era de la 
transición ecológica”, analiza la necesidad de integrar garantías laborales efectivas en el proceso 
de transformación productiva. La transición verde no puede concebirse como fenómeno 
exclusivamente ambiental, pues implica también la protección del trabajo decente y la 
prevención de nuevas formas de precarización. De este modo, el eje medioambiental del capítulo 
anterior se complementa con su inevitable proyección social. 

La reflexión adquiere después una dimensión externa más amplia con el estudio de Juan 
Soroeta Liceras, “El Tribunal General pone fin a la sinrazón del Consejo y la Comisión (sentencias 
de 29 de septiembre de 2021): No habrá más acuerdos para explotar los recursos naturales del 
Sáhara Occidental sin el consentimiento del Frente Polisario”. El análisis de estas resoluciones del 
Tribunal General muestra cómo la acción económica de la Unión Europea, y por extensión la 
actuación empresarial vinculada a territorios en disputa, queda condicionada por principios de 
legalidad internacional y consentimiento. La responsabilidad empresarial se inserta así en un 
marco geoestratégico que trasciende el ámbito estrictamente contractual. 
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El tránsito desde estos escenarios internacionales hacia la estructuración interna de 
obligaciones empresariales encuentra su expresión en el trabajo de Juan Bautista Vivero Serrano, 
“Diligencia debida y derechos humanos laborales”, donde ser examina la consolidación de la 
diligencia debida como obligación normativa y su integración en las cadenas globales de 
suministro. La categoría que había aparecido implícitamente en los capítulos anteriores adquiere 
aquí una formulación sistemática y concreta, evidenciando su centralidad en la evolución del 
Derecho empresarial europeo. 

En esa misma línea problemática, aunque desde un ángulo distinto, se sitúa la contribución de 
David Lantarón Barquín, “La zona franca industrial como laboratorio socioeconómico: 
infraterritorialidad de las fuentes e irradiación horizontal de estándares normativos”. Las zonas 
francas se presentan como espacios donde las fronteras regulatorias se difuminan y donde los 
estándares internacionales se proyectan horizontalmente. El estudio evidencia la dificultad de 
articular competitividad económica y garantías normativas en ámbitos caracterizados por 
regímenes jurídicos diferenciados. 

La exigencia de efectividad práctica de estas obligaciones conduce naturalmente al análisis de 
los mecanismos de implementación. Nerea Magallón Elósegui, en “Mecanismos de 
implementación de diligencia debida y medidas de acceso a remedio en las normas europeas”, 
examina los instrumentos previstos por el Derecho de la Unión para asegurar la supervisión y la 
reparación. La diligencia debida deja de ser una declaración programática para convertirse en 
una técnica regulatoria respaldada por procedimientos y garantías concretas. 

Desde esa preocupación por la tutela efectiva, la obra se abre a la dimensión arbitral con la 
contribución de Katerina Yiannibas, “Arbitraje internacional como vía de acceso a la reparación 
por violaciones de derechos humanos”. El arbitraje aparece como mecanismo complementario 
que puede facilitar el acceso a la reparación en escenarios transnacionales complejos. La autora 
valora sus potencialidades y límites, ampliando la reflexión sobre los cauces procesales 
disponibles. La expansión del paradigma preventivo alcanza después el ámbito tecnológico en el 
estudio de Ana Gascón Marcén, “La diligencia debida en los reglamentos de servicios digitales e 
inteligencia artificial”. El análisis demuestra que la gobernanza digital europea incorpora 
obligaciones estructurales de gestión de riesgos que reproducen la lógica de la diligencia debida 
en un sector especialmente sensible. La empresa tecnológica se integra así en la misma dinámica 
regulatoria que atraviesa los capítulos anteriores. Finalmente, el trabajo de Víctor C. Pascual 
Planchuelo, “La contribución del sistema europeo de derechos humanos en el desarrollo del 
carácter vinculante de las normas de diligencia debida de las empresas”, cierra el itinerario 
devolviendo la mirada al sistema europeo de protección de derechos fundamentales. La 
jurisprudencia del Tribunal de Estrasburgo desempeña un papel decisivo en la configuración de 
deberes positivos que inciden indirectamente en la actividad empresarial, reforzando el carácter 
vinculante de los estándares examinados a lo largo del volumen. 

El conjunto ofrece así una visión progresiva y orgánica de la transformación normativa que 
redefine la posición jurídica de la empresa en el espacio europeo y en su proyección internacional 
y debe resaltarse que las contribuciones no se yuxtaponen, sino que se encadenan en una 
secuencia argumental que parte del arbitraje de inversiones y culmina en la consolidación de 
estándares europeos vinculantes. Como es natural, la labor de dirección científica resulta 
determinante para esta coherencia estructural, dotando al volumen de una unidad conceptual 
que realza la calidad individual de cada estudio. Por su rigor, actualidad y profundidad, la obra se 
consolida como referencia indispensable en el análisis del nuevo Derecho empresarial en materia 
de derechos humanos y sostenibilidad. 
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ARENAS GARCÍA, Rafael, Orden europea de detención y entrega y defensa del orden constitucional 
de los estados miembros de la UE: el caso del procés, Valencia, Tirant lo Blanch, 2025, 197 pp. ISBN: 
979–13–7010–140–4. 
 

La obra aborda la interacción entre la Orden Europea de Detención y Entrega (OEDE) y la 
protección del orden constitucional de los Estados miembros; así como los límites derivados del 
principio de reconocimiento mutuo. A partir del análisis del denominado “caso del procés”, se 
examina las tensiones jurídicas surgidas entre las autoridades judiciales españolas y diversos 
órganos jurisdiccionales de otros Estados miembros en relación con la ejecución de las órdenes 
de detención emitidas. El estudio parte de una reconstrucción sistemática del régimen jurídico 
de la Decisión Marco 2002/584/JAI y de su evolución jurisprudencial, prestando especial 
atención a la doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en materia de confianza mutua, 
límites derivados de la protección de derechos fundamentales y control de eventuales riesgos 
sistémicos. Sobre esta base, se analizan críticamente las resoluciones dictadas en el contexto del 
procés, tanto en España como en otros Estados miembros, poniendo de relieve las distintas 
concepciones sobre el alcance del principio de doble incriminación, la caracterización de 
determinados tipos penales y el margen de apreciación del Estado de ejecución. 

La obra se detiene también en el papel del Tribunal de Luxemburgo, teniendo en cuenta tanto 
la cuestión prejudicial planteada por el Tribunal Supremo español en relación a la no ejecución 
de las OEDE en Bélgica como la intervención del Tribunal de Justicia respecto a la incidencia sobre 
las OEDE de la condición de eurodiputades de algunos de los reclamados. Finalmente, analiza los 
desafíos que plantea la inclusión dentro del ámbito de la OEDE de delitos de naturaleza política, 
mostrando que su tratamiento puede convertirse en un límite a la integración, siendo aconsejable 
abordar de manera directa el problema para evitar que se creen falses expectatives que pueden 
poner en riesgo la confianza en el proceso europeo. 

 
BONET JUAN, A. y GIMÉNEZ MORERA, A., La nueva era del comercio internacional crédito 
documentario en Blockchain, A Coruña, Colex, 2025, 250, pp. ISBN: 9791370110567. 
 

Suscita esta obra una alternativa innovadora a los medios de cobro y pago tradicionales en el 
comercio internacional, centrándose especialmente en el crédito documentario como 
instrumento clave en las transacciones. En un contexto de transformación tecnológica, se analiza 
la viabilidad jurídica de integrar blockchain y contratos inteligentes en las operaciones 
comerciales internacionales, eliminando intermediarios y aumentando la eficiencia y seguridad 
en los cobros y pagos. El libro propone un modelo de crédito documentario automatizado en red 
blockchain, con criptomonedas como medio de pago, capaz de garantizar transacciones válidas y 
seguras sin intervención bancaria. Además, se examinan los fundamentos de la compraventa 
internacional, los desafíos normativos y el papel clave de UNCITRAL. A través de un enfoque 
jurídico y práctico, se demuestra cómo la digitalización de los mecanismos de pago puede 
transformar el comercio exterior del sector primario, aportando agilidad, reducción de costes y 
protección jurídica, incluso ante la ausencia de una regulación internacional clara. Esta propuesta 
sitúa al lector en el centro de un cambio disruptivo y necesario 

 
CALVO CARAVACA, A.L.  y CARRASCOSA GONZÁLEZ, J. (dirs.), Compendio de Derecho 
internacional privado, 7ª ed., Rapid Centro Color S.L., 2025. ISBN 978–84–09–74048–2. 
 

El Compendio de Derecho internacional privado se presenta en su séptima edición (2025) 
como un conjunto de materiales para la enseñanza y aprendizaje del Derecho internacional 
privado europeo y español especialmente diseñados para los estudiantes del Grado en Derecho. 
El texto también puede resultar útil para la práctica forense, pues los elementos legislativos y 
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jurisprudenciales que conforman el Derecho internacional privado aplicable en España a la fecha 
presente se han sistematizado para su mejor aplicación. Una atención particular se ha prestado a 
la formación, exposición y comprensión del Derecho internacional privado mediante casos 
prácticos. Las referencias legales y jurisprudenciales empleadas en esta obra son las vigentes a 
fecha mayo de 2025. 

 
CARRASCOSA GONZÁLEZ, J. (coord..), Tendencias actuales del Derecho internacional privado 
2025. El poder de la jurisprudencia en el Derecho internacional privado, Barcelona, Atelier, 2025, 
pp. 284 pp. ISBN: 9791387543242. 
 

Bajo la coordinación del profesor Carrascosa González, se recogen en esta obra una serie de 
comentarios a sentencias actuales de Derecho internacional privado.: V. J. Lana Arceiz (“De 
sumisión y condiciones generales hipervinculadas: Tilman v. Unilever”); M. Guzmán Zapater 
(“Filiación a favor de personas del mismo sexo y libre circulación de personas en la UE a propósito 
de la sentencia del Tribunal de Justicia de 14 de diciembre de 2021 en el asunto Pancharevo y sus 
derivaciones”); L. García Álvarez (“El orden público internacional atenuado al servicio del fin del 
Derecho internacional privado: la sentencia del TS de 24 de enero de 2018”); Y. Romero Matute 
(“El desafío de regular las publicaciones difamatorias que atentan contra los derechos de la 
personalidad realizados a través de las redes sociales”); U. Belintxon Martin (“La configuración 
de la regla de especialidad y la sentencia del TJUE de 4 de mayo de 2010: un apunte actual desde 
el Derecho internacional privado”); L. A. Pérez Martín (“El complejo reconocimiento de la filiación 
en el Derecho Europeo tras la STJUE de 14 de diciembre de 2021, C–490/20: de la insatisfactoria 
doctrina Pancharevo al cuestionado Reglamento de filiación”); C. I. Cordero Álvarez (“Daños por 
vulneración del derecho a la intimidad y de los derechos de la personalidad, incluida la 
difamación, y el Derecho internacional privado: todo empezó con la STJCE de 7 de marzo de 1995, 
asunto C–68/93, Fiona Shevill”); X. Orbegozo Miguel (“La difícil relación del arbitraje y la 
legislación europea —de Van Uden a London Steam–Ship Owners’ Mutual Insurance Association 
Limited y el caso Prestige—”); A. Ortega Giménez (“La sentencia del Tribunal Supremo de 20 de 
julio de 2021 y la determinación de la ley aplicable a los contratos de transporte de pasajeros”); 
A. L. Mariscal González (“Deuda soberana y cláusulas de elección de ley, a propósito de Petróleos 
de Venezuela, S.A. v. MUFG Union Bank, N.A.”); A.M. Ruiz Martín (“Comentario a la STS nº 
3608/2023, de 8 de septiembre de 2023: sobre trampantojos de reconocimiento y 
consentimiento”); M. J. Sánchez Cano (“El concepto de residencia habitual en el Derecho 
internacional privado: STJUE 22 diciembre 2010, C–497/10 PPU, Barbara Mercredi vs. Richard 
Chaffe”). Con este bagaje se trata de demostrar que el Derecho internacional privado del siglo XXI 
se nutre de los casos y de las resoluciones judiciales como siempre ha sido: es el Derecho vivo. 
Las sentencias seleccionadas lo son por diversos motivos. Algunas han sido comentadas por su 
impacto social y jurídico. Otras lo han sido porque han generado polémicas legales y otras, 
finalmente, han sido objeto de comentario porque marcan las tendencias actuales del Derecho 
internacional privado en Europa y en España. 

 
CUARTERO RUBIO, V. y VELASCO RETAMOSA, J.M. (dirs.), El Derecho de familia a la luz del 
Derecho fundamental europeo al respeto a la vida familiar, Pamplona, Aranzadi, 2025, 620 pp. 
SBN: 978–84–1085–205–1. 
 

En un momento en que el Derecho de familia atraviesa un proceso de transformación 
impulsado por la jurisprudencia europea y por la evolución de las estructuras familiares, la obra 
colectiva El Derecho de familia a la luz del Derecho fundamental europeo al respeto a la vida 
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familiar ofrece una lectura sistemática del ordenamiento familiar a través del derecho al respeto 
de la vida privada y familiar. La pluralidad de autores participantes encuentra cohesión en la 
utilización de este derecho fundamental como parámetro de interpretación y como criterio de 
evaluación crítica del sistema jurídico, tanto en el plano interno como en el europeo. 

Se estructura la primera parte, dedicada a los “Modelos familiares”, como punto de arranque 
conceptual del volumen y María del Mar Moreno Mozos comienza analizando la adaptación de 
las políticas públicas a la evolución de los modelos de familia, con especial atención al Proyecto 
de Ley de Familias de 8 de marzo de 2024, destacando la transición hacia la noción plural de 
“familias” y las consecuencias jurídicas derivadas de esa reformulación. María Teresa Martín 
López, en “Modelos familiares y Derecho penal. Vida privada y familiar”, examina la intervención 
del Derecho penal cuando la protección de bienes como la intimidad exige una respuesta 
reforzada. Mª Ángeles Zurilla Carñana estudia la transformación reciente del Derecho de familia 
impulsada por el avance en igualdad, la centralidad del interés superior del menor y la 
incorporación de las consecuencias civiles de la violencia de género, poniendo de relieve 
reformas de gran alcance. José Manuel Velasco Retamosa analiza las divergencias entre los 
Estados miembros en torno al concepto de matrimonio y las dificultades que ello genera para una 
protección homogénea en el espacio europeo. Este bloque muestra cómo la evolución de los 
modelos familiares exige una revisión continua de las categorías tradicionales a la luz del derecho 
fundamental. 

A continuación, la segunda parte centra la atención en la igualdad, la no discriminación y la 
tutela de situaciones de vulnerabilidad. Ángeles Lara Aguado examina la identidad sexual y de 
género en la jurisprudencia del TEDH, destacando la apertura en el reconocimiento registral y las 
cautelas cuando la cuestión incide en relaciones familiares. Ana Quiñones Escámez analiza 
supuestos de discriminación vinculados a la aplicación del Reglamento 650/2012 cuando el 
ordenamiento designado contiene reglas desfavorables para la mujer, planteando la tensión 
entre diversidad normativa y límites derivados de derechos fundamentales. Isaac de la Villa 
estudia la reagrupación familiar de menores refugiados no acompañados a partir de la 
jurisprudencia del TJUE, evidenciando que la efectividad del derecho a la vida privada y familiar 
depende del ejercicio real del derecho de reagrupación. Mª del Carmen González Carrasco analiza 
la aplicación práctica de la Ley 8/2021 sobre apoyo a personas con discapacidad, señalando los 
problemas que pueden surgir en su implementación. Ana Fernández–Tresguerres examina la 
Propuesta europea sobre protección de adultos, prestando atención a sus implicaciones técnicas 
y cooperativas. El conjunto confirma que la igualdad constituye una dimensión estructural del 
derecho a la vida privada y familiar. 

Con un alcance temático más amplio, la tercera parte aborda cuestiones de identidad, filiación 
y autonomía privada. Katerina Trimmings analiza el derecho a la identidad del menor, nombre, 
nacionalidad, filiación y maternidad subrogada, destacando avances jurisprudenciales y la 
necesidad de reforzar la cooperación judicial. Nicolas Nord examina el nombre de familia en su 
dimensión pública y privada, a partir de la jurisprudencia del TEDH, del TJUE y de los trabajos 
desarrollados en el marco de la CIEC. Lorena Sales estudia el matrimonio infantil, mientras Lucía 
Serrano analiza el matrimonio entre adolescentes desde la perspectiva de la ley aplicable, 
realizando un estudio comparado entre el Derecho internacional privado español y el de diversos 
Estados iberoamericanos, acompañado de propuestas de reforma. Afonso Patrao examina la 
admisibilidad de la elección tácita de ley en los Reglamentos 2016/1103 y 2016/1104, 
inclinándose por su aceptación tras un examen detallado de los argumentos enfrentados. En este 
mismo bloque destaca la contribución de Rafael Arenas, dedicada a la sustracción internacional 
de menores. El autor examina críticamente el funcionamiento del Convenio de La Haya de 1980, 
poniendo de relieve las limitaciones de un instrumento concebido para realidades familiares 
distintas de las actuales. Analiza la tensión entre celeridad procedimental y adecuada 
ponderación del interés del menor y del derecho a la vida privada y familiar, y propone reforzar 
el papel de las autoridades del Estado de origen en la decisión sobre retorno o permanencia, 
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reservando a las autoridades del Estado de destino la función de reconocimiento. Enrique 
Fernández Masiá estudia el respeto del derecho fundamental en los acogimientos 
transfronterizos, mientras Amélie Benoistel analiza la reserva hereditaria en el Derecho francés 
a partir de dos sentencias del TEDH. La maternidad subrogada recibe un tratamiento 
especialmente cuidadoso. La contribución de Pilar Jiménez Blanco examina la eventual adopción 
de un convenio internacional en el marco de la Conferencia de La Haya, partiendo del impacto de 
la jurisprudencia del TEDH en los ordenamientos nacionales. La autora evalúa con detenimiento 
la viabilidad de un instrumento convencional que permita coordinar soluciones en un ámbito 
caracterizado por profundas divergencias legislativas. Su análisis crítico sobre la posible 
proyección del modelo del Convenio de 1993 sobre adopción al ámbito de la gestación por 
sustitución identifica tanto sus potenciales ventajas como las dificultades técnicas y políticas que 
plantea. Isabel Lázaro aborda la cuestión desde la jurisprudencia española y europea, mientras 
Margherita Salvadori la examina desde la perspectiva italiana y la Ley 169 de 2024. 

Por último, la cuarta parte se orienta hacia instrumentos recientes y problemas característicos 
del Derecho internacional privado de familia. La contribución de Esperanza Castellanos ofrece un 
examen detallado del Reglamento Bruselas II ter, analizando sus novedades en materia de 
competencia, reconocimiento y ejecución de resoluciones en asuntos de responsabilidad 
parental y sustracción internacional de menores. La autora valora el refuerzo de los mecanismos 
de cooperación y la agilización procedimental, e identifica aspectos susceptibles de generar 
dificultades interpretativas, aportando una lectura equilibrada del nuevo instrumento. Guillermo 
Palao examina el Convenio n.º 35 de la CIEC y defiende su pronta ratificación por su amplio 
ámbito material. Mónica Guzmán Zapater analiza los matrimonios por poderes celebrados en el 
extranjero desde la práctica administrativa, poniendo el acento en las garantías exigibles cuando 
están en juego derechos fundamentales. Este bloque final permite apreciar cómo el Derecho 
internacional privado se convierte en un espacio decisivo para garantizar la efectividad real del 
derecho a la vida privada y familiar. 

Como síntesis de los diversos itinerarios analíticos que recorre el volumen, la obra ofrece una 
elaboración sólida y sistemática del Derecho de familia contemporáneo bajo la guía del derecho 
al respeto de la vida privada y familiar, convertido en auténtico eje estructurante del análisis. La 
diversidad de materias abordadas no compromete la coherencia interna del conjunto, que logra 
articular con equilibrio reflexión dogmática, examen jurisprudencial y atención a los problemas 
prácticos que suscita la aplicación del Derecho europeo. El volumen permite apreciar cómo el 
derecho fundamental actúa como parámetro de legitimación y de revisión de las soluciones 
normativas vigentes, proyectándose tanto sobre el legislador como sobre el intérprete. Se llega 
así a un resultado de relevancia para la doctrina especializada, llamada a ocupar un lugar 
destacado en el estudio del Derecho de familia en el espacio jurídico europeo. 

 
DE MIGUEL ASENSIO, P., Conflict of Laws and the Internet, 2ª ed., Edward Elgar Publishing, 2024, 
560 pp. 
 

Con la segunda edición de Conflict of Laws and the Internet, Pedro de Miguel Asensio reafirma 
la centralidad de su obra en el estudio de la interacción entre el Derecho internacional privado y 
la regulación jurídica del espacio digital. La actualización no se limita a incorporar novedades 
legislativas o jurisprudenciales; responde a una revisión sistemática de aquellos sectores en los 
que la expansión de Internet ha generado mayores tensiones normativas: servicios digitales, 
protección de datos, derechos de la personalidad, propiedad intelectual, competencia y 
contratación electrónica. Como resultado, la obra transmite una convicción sostenida a lo largo 
de sus páginas: la disciplina conflictual conserva plena capacidad para ordenar relaciones 
transfronterizas incluso en un medio caracterizado por la deslocalización técnica y la circulación 
global de contenidos. 
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Allí donde la tecnología parece disolver fronteras, el autor comienza recordando que el 
Derecho internacional privado nació precisamente para gestionarlas. El capítulo inicial fija con 
precisión ese marco conceptual al presentar las tres dimensiones clásicas, competencia judicial 
internacional, ley aplicable y reconocimiento y ejecución de resoluciones, como ejes 
vertebradores del análisis, aunque esta delimitación no actúa como mera introducción 
pedagógica y constituye el fundamento sobre el que descansa toda la obra, pues permite apreciar 
cómo categorías forjadas en un mundo material conservan eficacia en un entorno virtual. La 
utilización paralela del término conflict of laws refuerza esta idea al subrayar la función 
coordinadora de la disciplina frente a relaciones privadas que se desarrollan simultáneamente 
en múltiples territorios jurídicos. Sobre esa base se despliega una estructura temática 
rigurosamente organizada. Cada capítulo sigue un esquema constante, exposición del régimen 
sustantivo aplicable, análisis de la competencia, determinación de la ley aplicable y examen del 
reconocimiento y ejecución, lo que confiere coherencia interna al conjunto. Al mismo tiempo, la 
división por sectores facilita una lectura especializada sin sacrificar la unidad metodológica. 

Cuando el análisis se adentra en los servicios digitales y la responsabilidad por contenidos, el 
lector percibe con nitidez la tensión entre mercado interior y territorialidad. La normativa de la 
Unión Europea ocupa aquí un lugar predominante: la Directiva de comercio electrónico, el Digital 
Services Act y otros instrumentos sectoriales son examinados con particular atención al principio 
del país de origen y a la cláusula de mercado interior. Desde esa perspectiva, el alcance territorial 
de las órdenes judiciales frente a contenidos ilícitos revela la necesaria articulación entre 
competencia judicial y proporcionalidad de las medidas adoptadas. La comparación con 
soluciones jurisprudenciales de distintos Estados permite comprobar cómo, ante un mismo 
fenómeno tecnológico, los ordenamientos han reaccionado con grados diversos de expansión 
territorial. 

Si la regulación de los servicios digitales pone de relieve la dimensión estructural del mercado 
interior, la protección de datos y los derechos de la personalidad sitúan el debate en el núcleo 
mismo de la dignidad individual. El Reglamento General de Protección de Datos se examina en 
diálogo constante con los Reglamentos Bruselas I bis y Roma II, lo que evidencia la necesidad de 
integrar técnicas regulatorias distintas en un mismo entramado conflictual. En materia de 
difamación, la ausencia de una norma uniforme de ley aplicable en la Unión Europea obliga a 
explorar soluciones que mantengan un equilibrio entre protección efectiva y previsibilidad 
jurídica. El autor defiende la pertinencia de conservar como referencia el lugar de producción del 
daño, acompañado de criterios que eviten una fragmentación excesiva del litigio. En el terreno de 
la propiedad intelectual, donde la territorialidad constituye principio rector, el entorno digital 
introduce una presión adicional sobre las categorías tradicionales. En relación con el derecho de 
autor, se subraya la armonización fragmentaria alcanzada en el ámbito europeo y la limitada 
incidencia conflictual de los convenios multilaterales. Las infracciones ubicuas propias de 
Internet obligan a reconsiderar la interpretación de los puntos de conexión clásicos. La lex loci 
protectionis se mantiene como criterio estructural, aunque su aplicación práctica exige soluciones 
pragmáticas que eviten la dispersión normativa. La responsabilidad de intermediarios, tratada 
con particular detenimiento, muestra la compleja interacción entre reglas conflictuales y 
exigencias del mercado interior. 

A partir de esa tensión entre protección territorial y circulación global, la reflexión se prolonga 
en la propiedad industrial y el Derecho de la competencia. La instauración del Tribunal Unificado 
de Patentes introduce un elemento adicional de complejidad que debe armonizarse con los 
instrumentos generales de Derecho internacional privado. De igual modo, el auge de la aplicación 
privada del Derecho de la competencia en el entorno digital suscita interrogantes sobre la 
calificación de determinadas normas como disposiciones imperativas y sobre el alcance 
territorial de las medidas adoptadas. En este ámbito, el autor insiste en que competencia judicial 
y ley aplicable forman un binomio inseparable cuya interacción determina el efecto real de las 
resoluciones. 
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Finalmente, cuando el estudio se dirige a los contratos y transacciones en línea, el foco se 
desplaza hacia la autonomía privada en el espacio digital. Tras una exposición del marco 
internacional y europeo, con referencias a los trabajos de UNCITRAL y a los Reglamentos 
Bruselas I bis y Roma I, el autor distingue diversas tipologías contractuales: relaciones B2B, B2C, 
P2P, operaciones basadas en tecnologías DLT o smart contracts. Sobre esta base examina 
cuestiones como la validez de los acuerdos de elección de foro, la determinación del lugar de 
cumplimiento o la admisibilidad de normas no estatales como ley aplicable. La complejidad 
técnica de estas materias se integra con naturalidad en el esquema conflictual clásico, lo que 
confirma su capacidad de adaptación. La atención dedicada a los mercados criptoactivos sugiere 
además nuevas líneas de evolución. 

La ausencia de un capítulo conclusivo responde a la amplitud temática y a la dinámica 
evolutiva de la materia analizada adoptando el libro adopta la forma de tratado especializado 
que, más que ofrecer una síntesis cerrada, proporciona un repertorio sistemático de problemas 
y soluciones. La coherencia metodológica que atraviesa todos los capítulos actúa como hilo 
conductor suficiente para asegurar la unidad del conjunto. Y debe resaltarse que la expansión 
tecnológica no ha debilitado los fundamentos del Derecho internacional privado; ha intensificado 
su relevancia y ha exigido una lectura renovada de sus categorías clásicas. Competencia judicial, 
ley aplicable y reconocimiento de resoluciones siguen desempeñando una función estructurante 
en la ordenación jurídica del espacio digital. Por la solidez de su análisis, la profundidad 
jurisprudencial y la claridad sistemática con que integra sectores heterogéneos, el trabajo de 
Pedro de Miguel Asensio se consolida como referencia imprescindible para comprender la 
dimensión conflictual de la actividad desarrollada en Internet. 

 
ESTEBAN DE LA ROSA, F., CORTÉS, P. y MARCHAL ESCALONA, N., Digitalization and Artificial 
Intelligence in Courts Opportunities and Challenges, Oxford University Press, 2025 486 pp. ISBN: 
9780198918721. 
 

1. La obra Digitalization and Artificial Intelligence in Courts. Opportunities and Challenges, 
editada por Fernando Esteban de la Rosa, Pablo Cortés y Nuria Marchal Escalona, constituye una 
contribución colectiva de notable relevancia para el estudio jurídico de la transformación digital 
de la justicia. Publicada por Oxford University Press en 2025, este volumen se inserta en un 
ámbito de creciente interés doctrinal y práctico y aborda una cuestión de indudable actualidad y 
trascendencia jurídica, como es el impacto de la digitalización y de la inteligencia artificial en el 
funcionamiento de los tribunales. Se trata de una obra colectiva que responde a una 
preocupación ampliamente compartida en la doctrina contemporánea y que reúne a un amplio 
elenco de especialistas europeos e internacionales que analizan, desde perspectivas 
complementarias, los efectos de las tecnologías digitales y algorítmicas sobre la organización 
judicial, la adopción de decisiones y la garantía de los derechos procesales. La dirección 
intelectual del volumen responde a una finalidad claramente delimitada: examinar de manera 
sistemática cómo la introducción de herramientas digitales y de sistemas de inteligencia artificial 
está alterando los modos tradicionales de organización judicial y los equilibrios propios del 
proceso jurisdiccional. Estamos ante una aportación que ofrece una aproximación sistemática a 
un fenómeno jurídico complejo, en la que los editores imprimen al conjunto una orientación 
común que combina análisis normativo, estudio comparado y reflexión crítica, evitando tanto la 
exaltación acrítica de la innovación tecnológica como el rechazo apriorístico de sus aplicaciones 
en el ámbito judicial. Desde el punto de vista metodológico, la obra se inscribe en una línea de 
investigación consolidada sobre justicia digital y gobernanza tecnológica, con especial atención a 
la experiencia europea y a los desafíos que plantea la incorporación de la inteligencia artificial en 
un poder del Estado caracterizado por su función garantista. 

A lo largo del libro se mantiene una línea argumental reconocible, cual es la de analizar, desde 
una perspectiva jurídica amplia y comparada, el proceso de transformación estructural que 
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atraviesan los sistemas de justicia como consecuencia de la digitalización y, en una fase ulterior, 
de la progresiva integración de sistemas de inteligencia artificial en la administración de justicia. 
Con este propósito, el libro parte de una concepción que va más allá de un enfoque meramente 
instrumental de la tecnología, entendida como un fenómeno capaz de reconfigurar 
profundamente el acceso a la justicia, las garantías procesales, la organización judicial y los 
propios fundamentos del Estado de Derecho. A propósito de esta óptica, se articula un diálogo 
constante entre principios normativos, desarrollos tecnológicos y experiencias institucionales, 
combinando enfoques teóricos y análisis empíricos, con una atención destacada a la dimensión 
transfronteriza de la tutela judicial efectiva y a los desafíos que estas transformaciones plantean 
al Derecho internacional privado. 

2. La primera parte del libro cumple una función estructural esencial, en la medida en que 
establece los fundamentos conceptuales, normativos y metodológicos que permiten comprender 
la digitalización de los sistemas de justicia como un proceso jurídico complejo, estrechamente 
vinculado a la protección de los derechos fundamentales y a la configuración del acceso efectivo 
a la justicia. Frente a aproximaciones meramente tecnocráticas, las contribuciones que integran 
esta parte coinciden en subrayar que la tecnología solo puede considerarse legítima en el ámbito 
judicial si se diseña e implementa desde una perspectiva centrada en las personas, sensible a las 
desigualdades estructurales y respetuosa con las garantías propias del Estado de Derecho. 

La sección se inicia con el capítulo de Fernando Esteban de la Rosa, “Towards a People–Centric 
Digitalization of Justice Systems: Fostering Empowerment, New Rights, and Fair Treatment amid 
the Digital Divide”, desde el que se ofrece una visión de conjunto sobre la necesidad de orientar la 
digitalización judicial hacia un modelo auténticamente centrado en las personas. A lo largo de la 
contribución se examina cómo la modernización tecnológica de la justicia solo puede 
considerarse legítima si contribuye efectivamente al empoderamiento de los justiciables, al 
reconocimiento de nuevos derechos digitales y a la garantía de un trato justo, alertando al mismo 
tiempo sobre los riesgos derivados de la brecha digital. El estudio se centra, fundamentalmente, 
en la idea de que la tecnología debe adaptarse a la naturaleza de los conflictos y a las 
características de quienes los protagonizan, un planteamiento especialmente relevante para el 
Derecho internacional privado, en la medida en que los procedimientos transfronterizos tienden 
a amplificar las desigualdades de acceso a la tecnología y exigen soluciones que aseguren una 
tutela judicial efectiva real y no meramente formal. A continuación, la contribución de Orna 
Rabinovich–Einy, “Process Pluralism in the Post–Covid Dispute Resolution Landscape”, aborda las 
principales cuestiones relativas al impacto de la pandemia en la consolidación de un ecosistema 
plural de resolución de controversias, caracterizado por la coexistencia de mecanismos judiciales 
tradicionales, procedimientos digitales y sistemas alternativos de resolución de conflictos. A lo 
largo del capítulo se presenta un análisis detallado de cómo la aceleración de la digitalización ha 
intensificado el pluralismo procesal y ha contribuido a difuminar las fronteras entre justicia 
estatal y privada, una cuestión de gran relevancia para el Derecho internacional privado, 
especialmente en los espacios transfronterizos en los que la elección del foro y del mecanismo de 
resolución adquiere una centralidad renovada. 

Desde una perspectiva más técnica y crítica, José Antonio Castillo Parrilla, en “Challenges of 
Using AI Tools in the Digitalization of Advanced Justice Systems: Beyond Data Protection and 
Cybersecurity”, examina los desafíos que plantea el uso de herramientas de inteligencia artificial 
en sistemas judiciales avanzados, yendo más allá de las cuestiones clásicas de protección de datos 
y ciberseguridad, abordando, en particular, los problemas relacionados con la opacidad 
algorítmica, la fiabilidad de los datos y la delegación excesiva de funciones decisorias, al tiempo 
que se subraya la necesidad de marcos jurídicos capaces de integrar garantías procesales 
sustantivas. Se presenta así un análisis especialmente pertinente para el Derecho internacional 
privado, en la medida en que los sistemas de IA pueden incidir en decisiones con efectos 
transfronterizos, dificultando tanto la determinación de responsabilidades como la articulación 
de mecanismos eficaces de control jurisdiccional. 
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La primera parte del libro se completa con el estudio de Begoña Fernández Rodríguez, 
“Biometric Breakthroughs: Transforming Electronic ID and Trust in Courts”, centrado en el 
impacto de las tecnologías biométricas en los sistemas de identificación electrónica y en la 
construcción de confianza en los tribunales digitales. En esta contribución se examina 
críticamente el uso de identificadores biométricos en el acceso a la justicia electrónica, 
destacando tanto su potencial para reforzar la seguridad y la fiabilidad de los sistemas judiciales 
como los riesgos que entrañan para los derechos fundamentales, lo cual resulta, desde la óptica 
del Derecho internacional privado, especialmente relevante al incidir en la identificación de las 
partes en procedimientos transfronterizos y en la interoperabilidad de los sistemas de confianza 
digital. 

Puede afirmarse que, en conjunto, la primera parte del libro ofrece un marco sólido para 
comprender la digitalización de la justicia como un proceso normativamente exigente, que 
requiere una integración cuidadosa de la tecnología en el diseño de los procedimientos y de las 
instituciones judiciales. Las contribuciones ponen de relieve que el éxito de la justicia digital 
depende de la sofisticación técnica de las herramientas empleadas, pero, sobre todo, de su 
capacidad para reforzar el acceso a la justicia, preservar los derechos fundamentales y mantener 
la confianza pública en los sistemas judiciales. 

3. Dedicada al impacto de la tecnología en la transformación de los tribunales nacionales y de 
la litigación transfronteriza, la segunda parte del libro organiza el núcleo empírico y comparatista 
de la obra, al analizar cómo la digitalización y las herramientas tecnológicas están alterando de 
forma sustantiva tanto el funcionamiento interno de los sistemas judiciales como los mecanismos 
de resolución de controversias con dimensión internacional. Con una construcción estrictamente 
jurídica, se plantea que la tecnología más que actuar exclusivamente como un instrumento de 
eficiencia procesal, representa un factor de reconfiguración del acceso a la justicia, del diseño de 
los procedimientos y de los equilibrios tradicionales entre adjudicación judicial, soluciones 
consensuales y cooperación entre jurisdicciones. A través de una secuencia coherente de estudios 
nacionales y regionales, esta parte pone de relieve la profundidad de estos cambios y su 
incidencia directa en el Derecho internacional privado. 

El análisis anunciado se inicia con la contribución de Pablo Cortés, “Technology as an 
Instrument to Promote Settlement in Advance of Court Adjudication—Developments in England 
and Wales”, en la que, con un enfoque crítico y propositivo, se desarrolla el examen del uso de 
herramientas tecnológicas para fomentar la resolución temprana de los conflictos antes de la 
adjudicación judicial en el contexto de Inglaterra y Gales. Mediante una combinación de análisis 
dogmático y consideraciones prácticas, el autor analiza el papel de las plataformas digitales y de 
los mecanismos de resolución en línea como instrumentos para incentivar acuerdos 
extrajudiciales, destacando su potencial para reducir costes, acelerar la resolución de disputas y 
aliviar la carga de los tribunales. Al mismo tiempo, alerta de los riesgos que estas prácticas 
pueden entrañar para la igualdad de las partes y para la efectividad del derecho a la tutela judicial, 
especialmente cuando se introducen incentivos o presiones indirectas hacia el acuerdo. 
Semejante enfoque, en orden al Derecho internacional privado, pone de manifiesto que la 
promoción de acuerdos previos a la adjudicación puede incidir en la elección del foro, en la 
previsibilidad del litigio y en la articulación entre soluciones consensuales y mecanismos 
formales de reconocimiento y ejecución en contextos transfronterizos. 

A continuación, Amy J. Schmitz, en “Designing to Expand Access to Remedies, Voice, and Possibly 
Justice in United States Court Online Dispute Resolution (ODR)”, aborda el diseño de sistemas de 
resolución de controversias en línea integrados en los tribunales estadounidenses, poniendo el 
acento en su capacidad para ampliar el acceso a remedios efectivos y para reforzar la 
participación de las partes en el proceso. Adoptando una aproximación comparada, se examinan 
las experiencias más relevantes en el ámbito de la ODR judicial en Estados Unidos, mostrando 
cómo estos sistemas pueden facilitar la resolución de disputas de bajo valor económico y alta 
frecuencia, tradicionalmente excluidas del sistema judicial por razones de coste y complejidad. 
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No obstante, apoyándose en un sólido aparato conceptual y bibliográfico, la autora advierte que 
el diseño institucional y tecnológico de estos sistemas resulta determinante para evitar efectos 
excluyentes o asimetrías de poder. Su análisis invita a reflexionar sobre el impacto de los sistemas 
de ODR en litigios con elementos extranjeros, particularmente en lo relativo a la localización del 
procedimiento, la determinación de la jurisdicción competente y la circulación internacional de 
los acuerdos alcanzados en entornos digitales. 

El enfoque comparado se amplía con la contribución de Alex Chung y Ying Yu, “Delivering 
Justice in the Digital Economy: Innovations in China’s E–Courts”, donde, mediante una combinación 
de análisis dogmático y observación institucional, se examina el ambicioso proceso de 
digitalización judicial desarrollado en China a través de los tribunales electrónicos. A partir de 
una metodología rigurosa, se articulan las principales conclusiones sobre la creación de 
tribunales especializados en litigios digitales, el uso intensivo de plataformas electrónicas y la 
integración de tecnologías avanzadas, incluida la inteligencia artificial, en la gestión de los 
procedimientos. Nos hallamos ante un modelo que pone de manifiesto una concepción de la 
justicia digital estrechamente vinculada a la economía digital y a la resolución de controversias 
en línea, ofreciendo un contraste significativo con los modelos occidentales. Evidentemente, la 
experiencia china plantea interrogantes relevantes sobre la compatibilidad entre sistemas 
judiciales altamente digitalizados y los estándares internacionales de debido proceso, así como 
sobre el reconocimiento y la ejecución de decisiones dictadas en entornos judiciales 
profundamente tecnificados. 

La contribución de Nauman Reayat, “The Digitalization of the Pakistani Justice System: 
Challenges and Solutions”, introduce una perspectiva adicional al analizar la digitalización judicial 
en un contexto caracterizado por limitaciones estructurales y desigualdades de acceso a la 
tecnología. En una aproximación comparada, se examinan las iniciativas adoptadas en Pakistán 
para modernizar la administración de justicia mediante plataformas electrónicas y sistemas 
digitales de gestión judicial, subrayando tanto sus avances como los obstáculos derivados de la 
brecha digital, la insuficiente capacitación de los operadores jurídicos y la fragilidad de las 
infraestructuras tecnológicas. Resulta especialmente valioso este diagnóstico al mostrar que la 
digitalización judicial no sigue un patrón uniforme y que sus efectos sobre el acceso a la justicia y 
las garantías procesales dependen en gran medida del contexto institucional y socioeconómico, 
con implicaciones directas para la cooperación judicial y la litigación transfronteriza. 

Desplazado el análisis al ámbito europeo con la contribución de Nuria Marchal Escalona, 
“Facilitation of Digital Access to Justice in Cross–Border Environments: The New System of European 
Judicial Cooperation in Civil Matters”. Apoyándose en un sólido aparato conceptual y normativo, 
la autora examina el nuevo sistema de cooperación judicial europea en materia civil, destacando 
cómo la digitalización de los instrumentos de cooperación, intercambio electrónico de 
información, formularios digitales y plataformas interoperables, está transformando de manera 
profunda la práctica del Derecho internacional privado en la Unión Europea. Se pone de relieve 
que estas innovaciones refuerzan la efectividad de la tutela judicial en litigios transfronterizos, al 
facilitar el acceso a la justicia y mejorar la eficiencia de los procedimientos, pero también se 
subrayan los desafíos que plantean en términos de protección de datos, seguridad jurídica y 
respeto de las garantías procesales. La segunda parte del libro se cierra con la contribución de 
María José Fernández–Fígares Morales, “The Framework for Evidence–Taking under the Policy of 
European Judicial Cooperation on Civil Matters”, centrada en uno de los aspectos más sensibles de 
la litigación transfronteriza: la obtención de pruebas. Con un enfoque crítico y propositivo, se 
desarrolla un análisis detallado del marco normativo de la cooperación judicial europea en 
materia probatoria, destacando el impacto de las herramientas digitales en la agilización de la 
práctica de pruebas entre Estados miembros. Al mismo tiempo, se advierte sobre los riesgos que 
la digitalización puede entrañar para el derecho de defensa, la contradicción procesal y el 
equilibrio entre las jurisdicciones nacionales, poniendo de manifiesto la necesidad de preservar 
las garantías fundamentales en un entorno de cooperación judicial crecientemente digitalizado. 
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En conjunto, esta segunda parte del libro ofrece una visión rica y matizada del impacto de la 
tecnología en la transformación de los tribunales nacionales y de la litigación transfronteriza. A 
partir de una metodología rigurosa, se articulan las principales conclusiones que permiten 
afirmar que la digitalización judicial no solo redefine los procedimientos internos, sino que incide 
de manera directa en los fundamentos del Derecho internacional privado, obligando a repensar 
categorías clásicas como la jurisdicción, la cooperación judicial y la circulación de decisiones en 
un contexto de justicia cada vez más digital e interconectada. 

4. Dedicada al auge de la inteligencia artificial en los tribunales digitales, la tercera parte del 
libro, constituye el núcleo más normativo y prospectivo de la obra, al abordar de forma 
sistemática los efectos que la incorporación de sistemas algorítmicos está produciendo, y puede 
producir en el futuro, sobre la función jurisdiccional, la organización judicial y los fundamentos 
democráticos del proceso. A diferencia de las partes precedentes, centradas en la digitalización 
de procedimientos y en el uso de tecnologías de apoyo, esta sección desplaza el foco hacia la 
inteligencia artificial como tecnología capaz de incidir directamente en la toma de decisiones 
judiciales, en el tratamiento de datos jurídicos y en la arquitectura misma de la justicia, lo que 
obliga a replantear categorías clásicas del Derecho público, procesal e internacional privado. 

La parte se abre con la contribución de Ozana Olariu y John Zeleznikow, “Human Rights–
Compliant Artificial Intelligence: Regulatory Frameworks for Upholding Democracy and the Rule of 
Law in the Digital Age”, en la que se ofrece un marco conceptual y normativo de referencia para 
el análisis del uso de la inteligencia artificial en la justicia. Especial relevancia adquiere el análisis 
relativo a la legitimidad de los sistemas de IA en contextos judiciales, que los autores vinculan de 
manera directa a su compatibilidad con los derechos humanos, la democracia y el Estado de 
Derecho. Particular interés suscita la reflexión sobre los modelos regulatorios emergentes. en 
particular el enfoque basado en el riesgo, orientados a garantizar una inteligencia artificial fiable, 
subrayándose la centralidad de principios como la supervisión humana, la inteligibilidad, la 
rendición de cuentas y la proporcionalidad. Se aportan, en este sentido, elementos de reflexión 
de indudable utilidad para evaluar cualquier aplicación algorítmica con impacto en derechos 
fundamentales, incluidos aquellos supuestos que despliegan efectos en escenarios 
transfronterizos. 

Desde tales coordenadas se sitúa la contribución de Javier Valls Prieto, “Governance of AI in 
the Judicial System”, centrada en los problemas institucionales y organizativos que plantea la 
introducción de sistemas de inteligencia artificial en el poder judicial. Merece destacarse la 
aportación original consistente en el análisis de los distintos modelos de gobernanza de la IA en 
la justicia y en la identificación de las tensiones existentes entre eficiencia, independencia judicial 
y legitimidad democrática. Cabe resaltar la claridad con la que se expone el riesgo de una 
tecnificación acrítica de la función jurisdiccional, así como la defensa de estructuras de 
gobernanza que aseguren el control público, la transparencia y la preservación del papel del juez 
como garante último de los derechos. Para el Derecho internacional privado, resulta 
especialmente sugerente el planteamiento relativo a cómo la gobernanza de sistemas 
algorítmicos puede condicionar la confianza mutua entre jurisdicciones y, con ello, la circulación 
transfronteriza de resoluciones judiciales. 

La dimensión normativa europea es abordada de forma específica por Roberta Montinaro en 
“Artificial Intelligence Systems Processing Judicial Decisions and Legal Data Under the EU Legal 
Framework”. En esta contribución, especial relevancia adquiere el análisis relativo al uso de 
sistemas de inteligencia artificial para el procesamiento de resoluciones judiciales y datos 
jurídicos a la luz del marco jurídico de la Unión Europea. Cabe resaltar la claridad con la que se 
exponen las exigencias derivadas de la protección de datos, la transparencia algorítmica y el 
derecho a un proceso equitativo. Merece especial atención la advertencia de la autora sobre los 
riesgos asociados al análisis automatizado de decisiones judiciales, sesgos, opacidad y 
reconfiguración de las dinámicas interpretativas del derecho, riesgos que se intensifican cuando 
los datos y las decisiones circulan en un espacio judicial transfronterizo. 
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La reflexión sobre la integración funcional de la inteligencia artificial en la justicia se retoma 
en la contribución de John Zeleznikow, “The Integration of Artificial Intelligence in the 
Digitalization Process of the Administration of Justice”, donde se aportan elementos de reflexión 
de indudable utilidad en torno a las aplicaciones prácticas de la IA en la administración de justicia, 
especialmente como herramienta de apoyo a la toma de decisiones y a la gestión judicial. 
Especialmente relevante resulta la claridad con la que el autor distingue entre automatización de 
tareas administrativas y automatización decisoria, subrayando que la inteligencia artificial solo 
puede contribuir legítimamente a mejorar la eficiencia y la accesibilidad del sistema judicial 
cuando se utiliza como complemento —y no como sustituto— de la decisión humana, una 
distinción clave para preservar las garantías del debido proceso tanto en litigios internos como 
transfronterizos. 

El enfoque comparado se amplía con la contribución de David Freeman Engstrom, Ayelet Sela 
y Natalie Knowlton, Courthouse AI and Access to Justice in the United States, en la que se analiza el 
uso de tecnologías de inteligencia artificial en los tribunales estadounidenses desde la 
perspectiva del acceso a la justicia. Con especial alcance se incluye una reflexión sobre cómo las 
herramientas de courthouse AI pueden facilitar el acceso a los tribunales, reducir costes y mejorar 
la eficiencia en determinados tipos de litigios, especialmente aquellos de menor cuantía o alta 
repetición. Al mismo tiempo, se aportan elementos de reflexión de indudable utilidad al advertir 
sobre los riesgos de exclusión, estandarización excesiva y reproducción de desigualdades 
estructurales si estas tecnologías no se diseñan e implementan con criterios de equidad y control 
institucional. Desde la óptica del Derecho internacional privado, este análisis resulta 
especialmente sugerente en la medida en que los modelos estadounidenses de justicia 
algorítmica pueden influir en prácticas y expectativas en litigios con dimensión internacional. 

Se cierra la tercera parte con la contribución de Tania Sourdin y Ella Brown, “Judging the Robot 
Judge”, que aborda de manera crítica uno de los debates más controvertidos del volumen: la 
posibilidad de la automatización decisoria en la función jurisdiccional. De notable proyección es 
el análisis relativo a los límites jurídicos, éticos y simbólicos de la figura del “juez robot”, 
subrayándose la incompatibilidad entre una justicia plenamente automatizada y principios 
fundamentales del Estado de Derecho como la motivación de las decisiones, la individualización 
del juicio y la responsabilidad del decisor. Resulta especialmente sugerente el planteamiento de 
las autoras al advertir que la legitimidad de la justicia digital depende, en última instancia, de la 
preservación de la dimensión humana del proceso y de la función judicial. 

En conjunto, esta tercera parte del libro ofrece una reflexión profunda y articulada sobre los 
desafíos que la inteligencia artificial plantea a la justicia contemporánea. Con el concurso de 
enfoques normativos, institucionales y comparados, se aportan elementos de reflexión de 
indudable utilidad que ponen de manifiesto que la incorporación de sistemas algorítmicos en los 
tribunales no solo exige marcos regulatorios adecuados, sino también una reconsideración de los 
fundamentos del proceso judicial y de la confianza mutua entre sistemas jurídicos. Desde la 
perspectiva del Derecho internacional privado, estas transformaciones obligan a repensar las 
condiciones bajo las cuales las decisiones judiciales, potencialmente influidas por algoritmos, 
pueden circular y ser reconocidas en un espacio jurídico cada vez más digitalizado y globalizado. 

5. Las conclusiones elaboradas por los directores de la obra parten de la constatación de que 
la digitalización y la inteligencia artificial están transformando de manera irreversible los 
sistemas de justicia a escala global, pues lejos de ser homogéneo o lineal, presenta múltiples 
velocidades, modelos y resultados, condicionados por factores institucionales, económicos, 
culturales y normativos. La digitalización judicial se muestra entonces como un fenómeno 
complejo, que combina oportunidades significativas de mejora en términos de eficiencia, 
accesibilidad y gestión de los litigios, con riesgos sustanciales para los derechos fundamentales, 
la igualdad de las partes y la legitimidad misma de la función jurisdiccional. 

Una de las ideas centrales que se desprenden del libro es que la tecnología no es neutral. Su 
impacto sobre la justicia depende decisivamente de cómo se diseña, implementa y evalúa. De ahí 
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que los directores subrayen la necesidad de adoptar un enfoque human–centric y people–centred, 
en el que las herramientas digitales y algorítmicas estén al servicio de las personas —y, en 
particular, de los colectivos más vulnerables— y no a la inversa. El acceso remoto a tribunales, la 
comunicación electrónica, los sistemas de ODR o el uso de inteligencia artificial solo contribuyen 
a ampliar el acceso a la justicia si se adaptan a la diversidad de usuarios, a la naturaleza de los 
conflictos y a los distintos contextos sociales y jurídicos; en caso contrario, corren el riesgo de 
reproducir o incluso profundizar desigualdades preexistentes. 

Los directores insisten asimismo en que la digitalización de la justicia debe respetar de forma 
estricta los derechos fundamentales, identificando y gestionando de manera proactiva las 
vulnerabilidades específicas que introducen las nuevas tecnologías. Entre ellas destacan la 
protección de los datos personales, la ciberseguridad, la opacidad de los sistemas algorítmicos, el 
riesgo de sesgos y la automatización indebida de decisiones con efectos jurídicos. En esta 
dirección, la obra subraya la importancia de distinguir claramente entre decisiones plenamente 
automatizadas y sistemas de apoyo o recomendación, reafirmando que la intervención humana 
significativa, real y efectiva, no meramente formal, se erige como un elemento esencial para 
preservar la responsabilidad, la motivación de las decisiones y la confianza pública en la justicia. 
Otro eje conclusivo relevante es la centralidad del diseño institucional y tecnológico, entendido 
como un proceso dinámico y basado en evidencia empírica. Los directores destacan que los 
sistemas digitales de justicia y de resolución de disputas deben concebirse como estructuras en 
evolución, sometidas a evaluación continua y a procesos de rediseño incremental. Se presentan 
así la investigación empírica y los mecanismos de retroalimentación entre diseño, uso y 
evaluación como condiciones indispensables para garantizar que los sistemas digitales cumplan 
efectivamente los objetivos de acceso a la justicia, equidad y eficiencia que se les atribuyen. 

A la luz del análisis comparado, la obra muestra que no existe un modelo único de justicia 
digital, sino una pluralidad de soluciones que responden a necesidades distintas. Base atender a 
las experiencias de países con sistemas altamente digitalizados, como China o Estados Unidos, 
ofrecen lecciones valiosas en términos de innovación y escalabilidad, pero también ponen de 
relieve los límites y riesgos de una tecnificación excesiva. Del mismo modo, los estudios de casos 
de países con menos recursos evidencian que la digitalización judicial exige inversiones 
sostenidas, marcos jurídicos adecuados, formación de operadores jurídicos y estrategias de 
inclusión digital para litigantes y ciudadanos. 

En el ámbito europeo, las conclusiones subrayan el carácter pionero del marco normativo de 
la Unión en materia de cooperación judicial digital y gobernanza de la inteligencia artificial. No 
obstante, se advierte que la eficacia de estas iniciativas depende en gran medida de su 
implementación práctica, de la interoperabilidad de los sistemas, de la formación de los 
operadores y de la capacidad de los Estados para evitar que la digitalización agrave la brecha 
digital o debilite las garantías procesales. La cooperación entre instituciones europeas y 
nacionales se identifica, en este panorama, como un factor clave para asegurar una justicia 
transfronteriza accesible, eficiente y respetuosa con los derechos fundamentales. 

Finalmente, los directores coinciden en que la inteligencia artificial no constituye una solución 
milagrosa para la crisis de acceso a la justicia. Si bien puede contribuir de manera significativa a 
mejorar la gestión de los tribunales, apoyar a litigantes sin representación y racionalizar 
determinados procesos, la IA no puede sustituir el juicio humano ni resolver por sí sola 
problemas estructurales como la pobreza, la desconfianza institucional o las desigualdades 
sociales. Por ello, la obra defiende un enfoque de human–in–the–loop, en el que la tecnología 
complemente —pero no reemplace— la función jurisdiccional, y en el que los servicios digitales 
se articulen junto a apoyos humanos efectivos. 

En conjunto, nos encontramos ante una obra de referencia en la materia. Desde una 
valoración global, el libro se perfila como una aportación relevante para la doctrina y la práctica, 
y cabe afirmar que se trata de un trabajo llamado a convertirse en punto de referencia para el 
estudio de la justicia digital y algorítmica. Su lectura resulta especialmente recomendable para 
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investigadores y profesionales interesados en la transformación contemporánea de los sistemas 
judiciales. Bajo una perspectiva científica, el volumen cumple sobradamente los objetivos 
propuestos por sus directores, al ofrecer un análisis riguroso, crítico y normativamente 
informado de los desafíos y oportunidades que la digitalización y la inteligencia artificial plantean 
al Estado de Derecho. 

 
José Carlos FERNÁNDEZ ROZAS * 

 
ESTEBAN DE LA ROSA, G., Derecho internacional privado europeo y nueva noción de circulación de 
decisiones y documentos. Circulación del Estado civil en la Unión Europea, A Coruña, Colex. 2025, 
174 pp., ISBN: 9791370113209. 

 
La presente monografía de Gloria Esteban de la Rosa, analiza la configuración del Derecho 

internacional privado europeo y la evolución de la noción de circulación de decisiones y 
documentos en el marco del Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia, con especial atención a la 
circulación del estado civil en la Unión Europea. La Unión Europea se ha transformado en un 
Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia con profundas repercusiones en la vida personal, 
familiar y profesional de quienes se desplazan dentro de su territorio. La idea de libre circulación 
ha experimentado una evolución significativa: hoy no solo implica la movilidad física, sino 
también la posibilidad de trasladar y hacer valer en otro Estado miembro elementos esenciales 
de la identidad personal, como el nombre, los apellidos o la identidad de género reconocidos en 
el Estado de origen, con su correspondiente reflejo registral. Paralelamente, se ha desarrollado 
una política pública en materia de cooperación judicial civil transfronteriza orientada a 
simplificar la vida de los ciudadanos móviles y de los nacionales de terceros Estados, mediante 
intervenciones legislativas que utilizan el reconocimiento mutuo como técnica regulatoria. Este 
proceso ha dado lugar a la consolidación de un Derecho internacional privado europeo con 
autonomía respecto de los sistemas nacionales y centrado en la circulación de decisiones 
judiciales y documentos en el espacio transfronterizo europeo. 

Son muchos los aspectos que se tratan en este libro, lo que ha supuesto un notable esfuerzo 
de síntesis para condensar la evolución normativa, jurisprudencial y doctrinal que ha 
acompañado la construcción del Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia. La obra se articula en 
torno a dos ejes fundamentales. El primero se ocupa de la comunitarización de la cooperación 
judicial civil y de la progresiva configuración del Derecho internacional privado europeo como 
resultado del proceso de integración. El segundo examina la transformación de la noción de 
reconocimiento hacia una idea más amplia de circulación, que implica la eficacia transfronteriza 
de decisiones y documentos sin necesidad de procedimientos adicionales. 

El primer capítulo ofrece un recorrido por la evolución de la cooperación judicial civil desde 
su incorporación al marco de la integración europea hasta su actual ubicación en el Espacio de 
Libertad, Seguridad y Justicia. Se analiza el reconocimiento mutuo como vector estructural de 
esta política y se examinan las distintas categorías empleadas por los instrumentos de la Unión 
—reconocimiento, aceptación, presentación—, destacando su alcance práctico. Muy interesante 
igualmente la apreciación sobre el desplazamiento del control desde el Estado de destino hacia 
la autoridad del Estado de origen, lo que favorece una lógica de circulación más que de 
homologación. En este contexto se perfila el Derecho internacional privado europeo como un 
“micro ordenamiento” con rasgos propios, caracterizado por su funcionalidad al servicio de los 
objetivos de integración y por su autonomía interpretativa, en diálogo constante con la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

 
* Catedrático de Derecho internacional privado. Director de Anuario. 
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El segundo capítulo se centra en la libre circulación de personas y en la protección del estatuto 
del ciudadano en el espacio transfronterizo europeo. Se examinan las posibilidades de invocar en 
otro Estado miembro situaciones personales y familiares válidamente constituidas, así como los 
efectos registrales de certificaciones extranjeras. Se aborda también la dimensión de los derechos 
fundamentales en este contexto, identificando un núcleo de protección vinculado a la identidad 
personal y familiar que adquiere relevancia en escenarios de movilidad intraeuropea. 

Por lo expuesto, el libro trasciende una mera exposición técnica de las normas y ofrece un 
análisis que explica el alcance de las transformaciones operadas en el Derecho internacional 
privado europeo y sus consecuencias prácticas tanto para los particulares —tengan o no la 
nacionalidad de un Estado miembro— como para los operadores jurídicos que deben afrontar 
cuestiones cada vez más frecuentes y complejas en materia de identidad personal, estado civil y 
relaciones familiares en el espacio europeo. En conjunto, la obra aporta a la doctrina un estudio 
sistemático sobre la consolidación del Derecho internacional privado europeo y sobre la nueva 
noción de circulación como categoría central del sistema. 

 
FERNÁNDEZ AVELLO, N., El régimen jurídico–laboral de la tripulación en el transporte aéreo 
transfronterizo. Determinación de la ley aplicable y de la competencia judicial internacional en los 
contratos de trabajo del personal de vuelo, A Coruña, Colex, 2024 352 pp. ISBN: 978–84–1194–798–
5. 

 
La monografía El régimen jurídico–laboral de la tripulación en el transporte aéreo transfronterizo 

constituye una aportación científica de primer orden al estudio del Derecho internacional privado 
del trabajo y, en particular, al análisis jurídico de uno de los sectores más complejos y tensionados 
por la globalización: el transporte aéreo. La obra, fruto de una investigación doctoral rigurosa y 
madura, aborda con profundidad, sistematicidad y claridad expositiva los problemas derivados de 
la determinación de la ley aplicable y de la competencia judicial internacional en los contratos de 
trabajo del personal de vuelo, ofreciendo respuestas sólidas a cuestiones que han generado una 
intensa litigiosidad y una notable inseguridad jurídica en los últimos años. 

Uno de los principales méritos del libro reside en la elección del objeto de estudio. El trabajo 
del personal de vuelo reúne, de forma paradigmática, las notas de movilidad, extraterritorialidad 
y fragmentación normativa que ponen a prueba las categorías clásicas del Derecho internacional 
privado laboral. La autora demuestra desde las primeras páginas un conocimiento preciso de las 
particularidades del sector aéreo y de su evolución reciente, marcada por la liberalización del 
mercado, la expansión de las aerolíneas de bajo coste y la proliferación de modalidades de 
contratación atípicas, marco central para comprender la función y los límites de las normas de 
conflicto y de competencia. La obra destaca por su equilibrada metodología, que combina un 
análisis dogmático exhaustivo de los Reglamentos Roma I y Bruselas I bis con una atención 
constante a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y de los tribunales 
nacionales. El estudio del concepto de “lugar de trabajo habitual” constituye, en este sentido, uno 
de los ejes vertebradores del libro. La autora examina con detalle la evolución jurisprudencial de 
este concepto y pone de relieve tanto sus potencialidades como sus debilidades cuando se aplica 
a relaciones laborales caracterizadas por la ejecución del trabajo en múltiples Estados. El análisis 
resulta especialmente valioso por su capacidad para identificar las tensiones entre los principios 
de proximidad, previsibilidad y protección del trabajador, mostrando que la interpretación 
aparentemente uniforme de los conceptos comunes en materia de ley aplicable y competencia 
no siempre conduce a soluciones coherentes. 

Particularmente destacable es el tratamiento del papel de la base de operaciones, noción 
procedente del Derecho aeronáutico que ha adquirido una relevancia creciente en la práctica 
judicial. La autora analiza con rigor crítico su utilización como indicio para la determinación del 
lugar de trabajo habitual, evitando tanto su absolutización como su rechazo simplista. Esta 
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aproximación matizada permite comprender por qué la base de operaciones puede resultar útil 
en determinados contextos, pero insuficiente o incluso distorsionadora en otros, especialmente 
cuando se combina con estrategias empresariales de deslocalización. El libro ofrece asimismo un 
análisis profundo de las modalidades de trabajo atípico y de las situaciones de pluralidad de 
empleadores, fenómenos especialmente frecuentes en el sector aéreo contemporáneo. El examen 
de figuras como los pilotos formalmente autónomos, los contratos a demanda o la contratación a 
través de intermediarios pone de manifiesto la capacidad de la autora para articular el Derecho 
internacional privado con los problemas de calificación laboral y con las estrategias 
empresariales orientadas a reducir costes laborales y sociales. En este punto, la obra trasciende 
el plano estrictamente técnico para ofrecer una lectura crítica del uso instrumental de las normas 
de conflicto y de competencia, subrayando la necesidad de interpretaciones que salvaguarden 
efectivamente el principio de protección del trabajador. 

Gran valor aporta el estudio detallado de la autonomía de la voluntad en los contratos de 
trabajo internacionales del personal de vuelo. La autora analiza con precisión los límites 
materiales de la elección de ley y de los acuerdos de sumisión, poniendo de relieve la fragmentación 
del régimen contractual que resulta de la combinación entre el ordenamiento elegido y el 
ordenamiento objetivamente aplicable, caracterizándose por una notable finura conceptual y por 
una atención constante a las implicaciones prácticas de dichas cláusulas, especialmente en ámbitos 
en los que el trabajador carece de una verdadera capacidad negociadora. 

La estructura de la obra contribuye de manera decisiva a su claridad y utilidad. La distinción 
entre una primera parte dedicada al marco regulador y a la delimitación del régimen contractual, 
y una segunda centrada en la determinación de la ley aplicable y de la competencia, permite al 
lector comprender de forma progresiva la complejidad del sistema. La opción por un análisis 
paralelo de la ley aplicable y de la competencia, lejos de generar confusión, facilita la 
identificación de las incoherencias derivadas de la interpretación única de determinados 
conceptos y refuerza la coherencia interna del estudio. 

El libro se caracteriza por un manejo exhaustivo y actualizado de la bibliografía y de la 
jurisprudencia, tanto nacional como europea y comparada, que se integra de manera orgánica en 
el razonamiento jurídico, reforzando la solidez de las conclusiones alcanzadas. Asimismo, la obra 
se distingue por una redacción precisa y cuidada, que hace accesibles cuestiones de notable 
complejidad técnica sin renunciar al rigor científico. Es de destacar que El régimen jurídico–
laboral de la tripulación en el transporte aéreo transfronterizo trasciende el análisis sectorial y 
ofrece claves interpretativas de gran utilidad para comprender los desafíos que plantea la 
movilidad internacional del trabajo en un marco de creciente fragmentación normativa. Nos 
encontramos ante una monografía llamada a ocupar un lugar destacado tanto en la investigación 
académica como en la práctica forense y judicial, y a contribuir de manera decisiva al debate 
sobre la función protectora del Derecho internacional privado del trabajo en la Unión Europea. 

 
Ana FERNÁNDEZ PÉREZ * 

 
FERNÁNDEZ PÉREZ, A. (coord.), Digitalización, inteligencia artificial y Derecho internacional 
privado. V Foro Europeo de Derecho Internacional Privado, Las Rozas, Aranzadi La Ley, 2015, 234 
pp. ISBN: 978–84–1085–328–7. 

 
El 11 de octubre de 2024 se celebró en la Universidad de Alcalá el V Foro Europeo de Derecho 

internacional privado dedicado esta vez al estudio de la digitalización y de la inteligencia artificial 
en su proyección transnacional. La continuidad y solidez científica de este Foro no pueden 
entenderse sin la importante labor de coordinación de sus sucesivas sesiones y de los volúmenes 

 
* Catedrática (acr.) de Derecho internacional. Universidad de Alcalá. 
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colectivos que de ellas surgen, tarea impulsada con rigor y constancia por la profesora Ana 
Fernández Pérez, cuya dirección académica ha contribuido decisivamente a consolidar este 
espacio como referente en el debate jurídico especializado. A lo largo de las distintas 
intervenciones se analizaron el presente y los retos de esta transformación tecnológica en 
relación con las categorías clásicas del Derecho internacional privado. Numerosos expertos 
españoles y extranjeros expusieron con detalle los aspectos más relevantes de este instituto de 
importancia capital y ha salido recientemente a la luz el libro de aquellas jornadas, pulcramente 
editado, que recoge y sistematiza las aportaciones allí presentadas. 

Debo comenzar afirmando, sin temor a exagerar, que esta obra se va a erigir, por derecho 
propio, en referencia obligada en el estudio del impacto de la digitalización y de la inteligencia 
artificial en el Derecho internacional privado europeo. Así pues, el libro es oportuno, ilustrativo y 
de gran interés. La oportunidad viene dada por el contexto normativo en el que se publica, 
marcado por la aprobación del Reglamento (UE) 2024/1689; su carácter ilustrativo deriva de la 
capacidad de los autores para integrar análisis técnico y reflexión sistemática; su interés reside 
en la profundidad con la que se examinan los cambios estructurales que atraviesan la disciplina. 
La irrupción de los algoritmos y de los sistemas de IA plantea una problemática jurídica 
sustancialmente distinta de la tradicional, ya que pueden generar disfunciones, vulneraciones de 
derechos o situaciones no previstas en los procedimientos administrativos convencionales. 
Precisamente este presupuesto recorre el volumen y dota de coherencia a un conjunto de 
trabajos que dialogan entre sí desde perspectivas complementarias. Pero antes de desgranar, 
mínimamente, el contenido de la obra, he de regresar a su título. “Digitalización, inteligencia 
artificial y Derecho internacional privado” no responde a una suma accidental de materias. El 
título refleja una transformación profunda del entorno en el que operan las normas de 
competencia judicial internacional, ley aplicable, reconocimiento de resoluciones y 
responsabilidad civil. El Derecho internacional privado aparece aquí como disciplina estratégica 
para articular la gobernanza jurídica de la revolución tecnológica. 

Presentaré ahora —por fuerza, con trazos gruesos— el contenido y algunos puntos de 
especial interés de la obra, cuya coherencia interna constituye uno de sus mayores aciertos. El 
volumen se abre con la contribución de Ana Fernández Pérez, “La digitalización en los litigios 
transfronterizos”. El estudio sitúa el debate en el ámbito procesal y examina el marco normativo 
de la cooperación judicial digital europea identificando principios sustantivos y operativos que 
deben orientar la transformación tecnológica: respeto de los derechos fundamentales, acceso 
universal a la justicia, centralidad de las personas, interoperabilidad, ciberseguridad y 
sostenibilidad. Son muy ilustrativas y esclarecedoras las referencias a herramientas como e–
CODEX, el punto de acceso electrónico europeo, los servicios electrónicos de confianza o la 
videoconferencia. El análisis demuestra que la eficiencia tecnológica solo resulta legítima cuando 
se integra en una arquitectura institucional respetuosa con la tutela judicial efectiva. Desde esta 
base procesal, la obra avanza hacia la dimensión regulatoria global. Alfonso Ortega Giménez, en 
“La externalización del Reglamento europeo de Inteligencia Artificial fuera de la Unión Europea”, 
examina la proyección extraterritorial del Reglamento (UE) 2024/1689, con especial atención al 
art. 2.1º y su evolución durante la tramitación normativa. Son particularmente esclarecedoras las 
consideraciones sobre la aplicación del Reglamento por operadores económicos, autoridades 
nacionales y tribunales, así como las reflexiones sobre cooperación internacional y armonización 
de estándares. El estudio permite comprender la capacidad de la Unión Europea para proyectar 
su modelo regulatorio más allá de sus fronteras. La centralidad de los datos en la economía digital 
es abordada por Antonio Merchán Murillo en “Los datos como bien jurídico a proteger: retos para 
el Derecho internacional privado”, que analiza la función estructural de los datos, su dimensión 
patrimonial y su circulación internacional, así como los problemas de ley aplicable y 
responsabilidad civil en entornos algorítmicos. Son especialmente relevantes las reflexiones 
sobre atribución de actos en sistemas automatizados, que obligan a repensar categorías 
tradicionales a la luz de nuevas formas de riesgo tecnológico. 
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La dimensión empresarial y de derechos humanos se examina en la contribución de Irene 
Merino Calle y Daniela Bardel, “La autonomía material en materia de derechos humanos y 
medioambiente. Notas sobre la Directiva de diligencia debida”. Las autoras estudian la Directiva 
europea sobre diligencia debida en sostenibilidad corporativa y su impacto en la responsabilidad 
empresarial transnacional. Son muy ilustrativas las referencias comparadas a América Latina, 
que enriquecen el análisis y evidencian la consolidación de estándares materiales con proyección 
internacional. 

En el ámbito de la protección de datos, Briseida Sofía Jiménez–Gómez, en “Arbitraje en 
materia de protección de datos: una posibilidad remota en la Decisión de Ejecución de la 
Comisión 2023/1795”, ofrece un examen crítico del recurso al arbitraje en controversias 
vinculadas al tratamiento de datos personales. Son esclarecedoras las reflexiones sobre los 
límites estructurales del modelo arbitral cuando confluyen intereses públicos intensos y 
garantías fundamentales, así como las tensiones entre confidencialidad y orden público. 

La dimensión social del fenómeno digital se analiza en la contribución de Montserrat Guzmán 
Peces, “La protección de menores extranjeros no acompañados y las autorizaciones temporales 
de residencia en la legislación española”. El estudio examina los datos de la problemática, las 
reformas introducidas por los Reales Decretos 903/2021 y 629/2022 y la figura del arraigo para 
la formación. Son especialmente relevantes las referencias a la protección de colectivos 
vulnerables en procedimientos administrativos cada vez más digitalizados. Por último, el ámbito 
familiar encuentra tratamiento en el trabajo de Laura García Gutiérrez, “Reflexiones en torno al 
papel de la autonomía de la voluntad en las normas de competencia judicial internacional 
relativas al Derecho de familia”, que detalla la admisión progresiva de la autonomía privada en 
los Reglamentos europeos y en la Ley Orgánica del Poder Judicial, y formula propuestas de lege 
ferenda en materia de filiación. El estudio aporta una reflexión sugerente sobre el equilibrio entre 
libertad dispositiva y protección de intereses superiores. 

El volumen se cierra con las “Conclusiones al V Foro Europeo de Derecho Internacional 
Privado”, nuevamente a cargo de Ana Fernández Pérez. El texto ofrece una síntesis transversal 
sobre justicia algorítmica, aplicación espacial del Reglamento de Inteligencia Artificial, 
gobernanza empresarial global, Derecho de familia internacional y gestión de la identidad digital. 
Son especialmente esclarecedoras las referencias a los desafíos estructurales que la revolución 
tecnológica impone al Derecho internacional privado europeo. En definitiva, la obra combina 
rigor dogmático, claridad expositiva y visión estratégica. Cada contribución aporta una pieza 
esencial en la reconstrucción de un sistema jurídico que debe responder a los desafíos planteados 
por algoritmos, datos masivos y plataformas transnacionales. Nos hallamos ante un trabajo 
colectivo que no solo diagnostica los cambios en curso, sino que propone vías de adaptación y 
fortalecimiento del Derecho internacional privado en el nuevo entorno digital. 

 
Martín Jesús URREA SALAZAR *. 

 
FERNÁNDEZ ROZAS, J.C. y CALVO CARAVACA, A.L. (dirs.), El Derecho internacional privado e 
interterritorial español en el Cincuenta aniversario del Título Preliminar del Código civil, Madrid, 
Iprolex, S.L., 2025, 800 pp. ISBN: 978–84–12 2427–0–6. 

 
La conmemoración del cincuenta aniversario de la reforma del Título Preliminar del Código 

Civil ofrece una oportunidad idónea para reconsiderar la posición estructural que ocupa esta 
pieza normativa en el Derecho internacional privado español. Medio siglo después de la reforma 
de 1974, el sistema puede ser examinado con la perspectiva histórica necesaria para valorar su 
función vertebradora, su evolución bajo la Constitución de 1978 y su progresiva inserción en un 
espacio jurídico europeo densamente normativizado. La obra dirigida por José Carlos Fernández 
Rozas y Alfonso-Luis Calvo Caravaca se sitúa en ese horizonte reflexivo y asume una finalidad 
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inequívocamente sistemática. El volumen parte de una tesis metodológica clara: el Título 
Preliminar constituye el núcleo articulador del Derecho internacional privado e interterritorial 
español. Su significado no se agota en la ordenación técnica de las normas de conflicto, pues en él 
se proyecta la coherencia del ordenamiento en su dimensión espacial. La evolución 
experimentada desde 1974 confirma que el Derecho internacional privado ha dejado de operar 
en un marco exclusivamente estatal para integrarse en un entramado normativo multinivel, en 
el que confluyen Constitución, legislación interna, reglamentos europeos y convenios 
internacionales. Y otra nota destacable es que esta obra presta atención al diálogo con el Derecho 
internacional convencional, especialmente con los instrumentos elaborados en el marco de la 
Conferencia de La Haya, subrayando la función del Título Preliminar como puente entre el 
Derecho interno y el sistema convencional. El desafío contemporáneo no radica en la inexistencia 
de normas, dado que el entramado europeo y nacional presenta un notable grado de sofisticación. 
La dificultad principal reside en asegurar la coherencia del conjunto, evitar solapamientos 
interpretativos y garantizar una aplicación eficaz en un contexto caracterizado por la 
intensificación del tráfico jurídico transfronterizo y la digitalización de las relaciones privadas. 

Desde esta perspectiva, el análisis de la europeización del sistema adquiere un lugar central. 
Pedro Alberto De Miguel Asensio examina la transformación estructural derivada de los 
Reglamentos europeos en materia de competencia judicial, ley aplicable y reconocimiento de 
resoluciones. El estudio evidencia que el Derecho internacional privado español se inserta en un 
espacio regulatorio supranacional que condiciona la interpretación y el alcance de las 
disposiciones codificadas. La interacción entre el Derecho de la Unión y el Código Civil exige una 
labor constante de coordinación dogmática. La dimensión constitucional resulta igualmente 
determinante. Albert Font i Segura analiza la incidencia del art. 149.1.8ª CE en la configuración 
del Capítulo V, poniendo de relieve el delicado equilibrio competencial entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas. A su vez, Juliana Rodríguez Rodrigo reconstruye la evolución 
normativa y jurisprudencial del Capítulo IV, mostrando cómo la constitucionalización del 
ordenamiento ha obligado a reinterpretar categorías conflictuales tradicionales a la luz de nuevos 
parámetros axiológicos. La reflexión sobre la coherencia del sistema se completa con el estudio 
de Guillermo Palao Moreno relativo al frustrado proyecto de Ley Especial de Derecho 
internacional privado. La ausencia de una norma general autónoma plantea interrogantes acerca 
de la unidad del modelo vigente y de su capacidad para ofrecer una articulación sistemática en 
un contexto de pluralidad normativa creciente. En conexión con ello, José Carlos Fernández Rozas 
propone la noción de “polisistema regulador”, expresión que describe adecuadamente la actual 
configuración del sector y que apunta a la conveniencia de una revisión estructural. 

El volumen no descuida la dimensión histórica. En su estudio sobre la elaboración y el 
significado de la reforma de 1974, Fernández Rozas subraya su alcance codificador y su función 
sistematizadora en un momento en que el Derecho internacional privado español presentaba 
rasgos de fragmentación. La incorporación del Capítulo IV supuso la consolidación de un modelo 
conflictual coherente. Desde la perspectiva interregional, Rafael Arenas García examina las 
dificultades inherentes a la traslación de técnicas propias del conflicto internacional al ámbito 
interno, anticipando los desafíos derivados del desarrollo autonómico. 

Confirma el análisis sectorial confirma la centralidad del Título Preliminar en las principales 
materias materiales. Pilar Blanco-Morales Limones estudia el estatuto personal y familiar, 
atendiendo a la tensión existente entre categorías tradicionales y nuevas realidades familiares 
transfronterizas. Esperanza Castellanos Ruiz aborda el régimen de las sucesiones mortis causa 
en el contexto del Reglamento (UE) n.º 650/2012, identificando los mecanismos de coordinación 
entre el Derecho interno y el europeo. En el ámbito patrimonial, Sixto A. Sánchez Lorenzo 
reafirma la funcionalidad del método conflictual como instrumento de coordinación entre 
ordenamientos. 

Ocupan un lugar destacado en la obra los problemas generales de aplicación. Alfonso-Luis 
Calvo Caravaca y Javier Carrascosa González ofrecen una exposición sistemática de cuestiones 
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esenciales como la determinación y prueba del Derecho extranjero, el alcance del orden público 
y las técnicas de adaptación. Su análisis pone de relieve la dimensión práctica de estos 
mecanismos, cuya correcta utilización resulta decisiva para garantizar soluciones previsibles. 
Finalmente, Juan José Álvarez Rubio examina la interacción entre los capítulos IV y V en la 
aplicación del Derecho civil autonómico, destacando las dificultades derivadas de la pluralidad 
legislativa y la necesidad de criterios coordinados. 

Como era de esperar, la dirección científica de Fernández Rozas y Calvo Caravaca confiere al 
volumen una unidad intelectual especialmente lograda. La selección de colaboradores, la 
estructura temática y la integración de perspectivas históricas, constitucionales y europeas 
revelan una concepción común del Derecho internacional privado como sistema dinámico en 
permanente evolución. La experiencia académica de ambos directores se proyecta en la solidez 
dogmática del conjunto y en su clara orientación hacia los problemas actuales del sector. 

En definitiva, la obra trasciende el carácter conmemorativo propio de un aniversario. Se 
configura como un estudio de referencia sobre el estado actual del Derecho internacional privado 
español y sobre las exigencias que plantea su futura configuración. Medio siglo después de la 
reforma de 1974, el Título Preliminar continúa actuando como eje vertebrador de un sistema que 
ha alcanzado un notable grado de madurez y que se enfrenta al reto de articular coherentemente 
una pluralidad de fuentes sin comprometer la seguridad jurídica ni la coherencia dogmática.. 

 

Pilar JIMÉNEZ BLACO * 

 
HORRACH ARMO, J.G., La competencia judicial internacional en el ámbito de las plataformas de 
criptoactivos, A Coruña, Colex, 2025, 384 pp. ISBN: 9788411949774. 
 

La obra La competencia judicial internacional en el ámbito de las plataformas de criptoactivos, 
del profesor Horrach Armo, aborda el estudio de las plataformas de criptoactivos, también 
denominadas plataformas exchanges o proveedoras de servicios de criptoactivos, desde la óptica 
del Derecho internacional privado. El análisis se sitúa en el contexto de la expansión de los 
criptoactivos y de los debates doctrinales recientes sobre la adecuación de los foros tradicionales 
de competencia judicial a entornos digitales descentralizados y transfronterizos. La monografía 
examina ante qué tribunales pueden interponer demanda los sujetos —consumidores o 
profesionales— que se vean afectados por un incumplimiento contractual imputable a estas 
plataformas o por situaciones de insolvencia. Asimismo, se dilucida qué órganos jurisdiccionales 
ostentan competencia judicial internacional cuando las plataformas incurren en supuestos de 
responsabilidad extracontractual, con especial atención a actos de competencia desleal, ilícitos 
en materia de propiedad intelectual, vulneraciones de derechos de la personalidad y daños de 
carácter financiero. 

El estudio se desarrolla en el marco normativo europeo, en el que el Reglamento MiCA 
configura el régimen sustantivo aplicable a emisores y proveedores de servicios de criptoactivos, 
mientras que el Reglamento (UE) n.º 1215/2012 ocupa un lugar central en la determinación de 
la competencia judicial internacional. También se integran en el análisis instrumentos como el 
Convenio de La Haya sobre Acuerdos de Elección de Foro y el Convenio de Lugano, así como la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, cuyos criterios interpretativos sirven 
de referencia constante. 

Desde un punto de vista sistemático, los diez capítulos pueden agruparse en varios ejes 
temáticos. Un primer bloque aborda los fundamentos generales de la competencia judicial 
internacional en litigios relacionados con criptoactivos, con especial atención al foro general del 

 
* Catedrática de Derecho internacional privado. Universidad de Oviedo. 
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domicilio del demandado y al foro especial en materia contractual. Se estudia de manera 
detallada la localización del lugar de prestación de servicios en entornos digitales 
descentralizados y la calificación jurídica de determinadas operaciones con criptoactivos. Un 
segundo bloque se centra en los mecanismos de autonomía de la voluntad, analizando las 
cláusulas atributivas de jurisdicción y los convenios arbitrales incorporados en las condiciones 
generales de contratación de plataformas como Binance, eToro y Coinbase, así como su encaje en 
el sistema del Reglamento Bruselas I bis y en la normativa nacional aplicable. Un tercer bloque 
examina los foros especiales en materia de contratos de consumo y responsabilidad 
extracontractual, incluyendo la aplicación del art. 7 del Reglamento 1215/2012 y la doctrina de 
la ubicuidad en supuestos de daños transfronterizos. Finalmente, se analizan instituciones 
procesales complementarias como la reconvención, la acumulación de demandas y la insolvencia 
conforme al Reglamento (UE) 2015/848, que atribuye competencia al Estado miembro en el que 
el deudor tenga su centro de intereses principales. 

A lo largo del libro se analizan concienzudamente los distintos foros previstos en el 
Reglamento 1215/2012, destacando el estudio del foro en materia contractual y el tratamiento 
de las cláusulas de sumisión y de los convenios arbitrales en el contexto digital. También se 
examina la idoneidad y, en su caso, la necesidad de reforma de estos foros para adaptarlos a las 
exigencias de una realidad tecnológica disruptiva, tomando en consideración los principios y 
criterios desarrollados por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia. 

La exposición mantiene en todo momento una orientación clara hacia el lector, con un 
propósito didáctico y una prosa sobria y sencilla que facilita la comprensión de cuestiones 
técnicas complejas. En los temas tratados se aprecia una visión ponderada, con referencia tanto 
a los elementos que favorecen la previsibilidad y la seguridad jurídica como a las dificultades 
interpretativas y tensiones normativas que plantea la litigación transfronteriza en el ámbito de 
los criptoactivos. De este modo, la obra ofrece una sistematización completa del régimen de 
competencia judicial internacional aplicable a las plataformas de criptoactivos en el espacio 
europeo. 

 
LARA AGUADO, A., La identidad de las personas transgénero, transexuales e intersex en situaciones 
de movilidad internacional, La Rozas, Aranzadi La Ley, 2025, 301 pp. SBN: 978–84–1085–155–9. 
 

La monografía de Ángeles Lara Aguado dedicada a la identidad de género en situaciones 
internacionales se presenta en una fase de especial densidad normativa y jurisprudencial. 
Durante años, la doctrina española había abordado esta materia de forma dispersa, con 
referencias puntuales como la Resolución de la DGRN de 24 de enero de 2005. La aprobación de 
la Ley 4/2023, de 28 de febrero, junto con las recientes decisiones del TJUE en asuntos como 
Mirin o Deldits, ha desplazado definitivamente la cuestión al núcleo del debate jurídico, revelando 
las fricciones que provoca la movilidad transfronteriza cuando los ordenamientos mantienen 
soluciones divergentes. Desde sus páginas iniciales, el libro despliega un tratamiento amplio que 
rebasa la reasignación sexual para incorporar la autodeterminación de género y la impugnación 
del esquema binario tradicional. La precisión conceptual ocupa un lugar central: sexo, identidad 
sexual e identidad de género son examinados con detenimiento, conscientes de que el léxico 
condiciona la construcción jurídica posterior, ordenándose la obra siguiendo un criterio de 
fuentes, lo que facilita una lectura progresiva del problema. Tras el capítulo introductorio, el 
segundo se dedica a la jurisprudencia del TEDH y del TJUE; el tercero recorre el Derecho 
comparado; el cuarto analiza el tratamiento desde el Derecho internacional privado español. 

En el plano europeo, la autora reconstruye la evolución del TEDH desde una etapa inicial de 
deferencia hacia las opciones estatales hasta decisiones emblemáticas como Christine Goodwin e 
I. c. Reino Unido, donde se afirma la obligación positiva de rectificación registral. Posteriormente, 
pronunciamientos como A.D. y otros c. Georgia o Rana c. Hungría exigen procedimientos rápidos 
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y accesibles para el reconocimiento de la identidad de género, rechazando la imposición de 
intervenciones médico–quirúrgicas. En paralelo, la jurisprudencia del TJUE ha desplazado el eje 
desde la discriminación por razón de sexo hacia la libre circulación y los obstáculos derivados de 
la diversidad normativa entre Estados miembros. El asunto Mirin adquiere relieve singular al 
proyectarse sobre el ámbito registral civil, ampliando el alcance de precedentes como Coman y 
Pancharevo. La cuestión prejudicial pendiente en Shipov confirma la persistencia de 
interrogantes abiertos. 

El recorrido comparado, de notable amplitud documental, permite apreciar la 
heterogeneidad de respuestas normativas. Se presentan modelos basados en la 
autodeterminación junto a sistemas de orientación restrictiva o negacionista. En el ámbito 
europeo se distinguen ordenamientos de carácter administrativo y otros judicializados, así como 
experiencias que reconocen el género neutro o la intersexualidad, como Malta o Alemania. Este 
mosaico normativo explica, en buena medida, las dificultades que afronta la circulación de 
situaciones personales en el espacio europeo. 

Cuando el análisis se traslada al Derecho internacional privado español, la autora adopta una 
postura crítica ante la ausencia de una norma de conflicto específica en la Ley 4/2023 y propone, 
por razones de proximidad, la aplicación de la ley nacional. Se examinan cuestiones como la 
asignación preceptiva de sexo en el plazo de un año, la inexistencia de reglas claras de 
competencia judicial internacional ante discrepancias entre progenitores y la limitada 
legitimación para la rectificación registral. Asimismo, se estudian las dificultades derivadas del 
art. 50 Ley 4/2023 respecto de personas extranjeras, la problemática documental y la eventual 
expedición de títulos de viaje específicos. La reflexión se extiende al cambio de nombre de 
menores extranjeros, a la discutida competencia del encargado del Registro Civil y a la laguna 
existente en materia de competencia judicial internacional. Se aborda la relación entre 
autodeterminación de género y régimen del nombre, planteando el debate sobre la posible 
naturaleza imperativa del art. 51 Ley de Registro Civil. El examen se completa con el régimen de 
reconocimiento de resoluciones extranjeras de cambio de sexo, las limitaciones del art. 50.2º 
4/2023 y el alcance reducido del Convenio CIEC nº 29, junto con una referencia al reconocimiento 
mutuo en la Unión Europea. 

El balance final deja constancia de una investigación adaptada a un sector sometido a rápidas 
mutaciones. La abundante documentación, la sistematización de la jurisprudencia europea y la 
identificación de lagunas normativas revelan un trabajo de notable consistencia científica. Al 
ordenar un panorama fragmentado y formular propuestas abiertas a la discusión doctrinal, la 
obra se sitúa entre las referencias imprescindibles para el estudio de la identidad de género en 
situaciones internacionales dentro del Derecho español y europeo 

 
MICHAVILA NÚÑEZ, A., La joint venture internacional. Especial referencia a la modalidad 
contractual, A Coruña, Colex, 2025, 262, pp. ISBN: 9791370110284. 
 

Nos hallamos ante un estudio sistemático de la joint venture internacional en el que se analiza 
en profundidad la plasmación jurídica de este tipo de colaboración económica–empresarial. Al 
mismo tiempo, supone el primer estudio de la joint venture internacional que aborda el análisis 
completo de la modalidad contractual. Su enfoque original en el contexto de la joint venture 
conjuga el análisis teórico–jurídico con la realidad de la práctica de los negocios internacionales 
a través del análisis de los modelos de contrato elaborados por organizaciones internacionales. 
Así, expone qué es la joint venture internacional, cuáles son los elementos económico–
empresariales que en su conjunción la configuran y cómo se conforma su compleja plasmación 
jurídica (tanto a través del contrato de joint venture o acuerdo de base y los contratos satélite, 
como de la forma jurídica elegida para su instrumentación). Es a partir de aquí donde la 
monografía se centra en la modalidad contractual de la joint venture internacional. La obra hace 
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un recorrido por las diferentes posibilidades de instrumentación sin personalidad jurídica al 
alcance las partes. A continuación, examina la determinación de la competencia judicial 
internacional y la ley aplicable a este tipo de joint venture. Para finalizar, analiza los modelos de 
contrato de joint venture contractual existentes, lo que permite contrastar el estudio teórico–
jurídico con la realidad de la práctica de los negocios internacionales. 

 
ORTEGA GIMÉNEZ, A., Derecho internacional privado en mapas conceptuales, A Coruña, Colex, 
2025, 148, ISBN: 9791370112202. 
 

Los mapas conceptuales son una herramienta pedagógica importante en el estudio del 
Derecho, especialmente en el Derecho internacional privado. Permiten a los estudiantes analizar 
en profundidad conceptos clave, como su definición, objeto, contenido, identificación de 
situaciones privadas internacionales, relaciones privadas internacionales y elementos para 
resolver litigios. También facilitan la comprensión de problemas en relaciones comerciales 
internacionales, Derecho de la nacionalidad y extranjería. Este trabajo busca ser una herramienta 
práctica y accesible para que los estudiantes de Grado asimilen la materia mediante mapas 
visuales, adaptados a las exigencias del Espacio Europeo de Educación Superior. La obra presenta 
la materia por lecciones, dibujando los conceptos esenciales para afrontar casos prácticos en ius 
internacional privatista. Los mapas conceptuales se consideran una innovadora herramienta 
pedagógica que prepara al futuro graduado en Derecho para aplicar normas en relaciones 
jurídicas internacionales, donde a menudo se requiere entender y gestionar leyes extranjeras y 
resolver problemas de reconocimiento de resoluciones internacionales. Además, se 
complementan con un anexo–resumen de las fuentes del Derecho internacional privado español, 
tanto institucionales, convencionales como autónomas, facilitando una mejor comprensión de 
esta disciplina en un contexto globalizado. 
 
ORTEGA GIMÉNEZ, A.: Crisis matrimoniales internacionales, Valencia, Tirant lo Blanch, 2025, 168 
pp, ISBN: 9791370211929. 
 

La reglamentación de las “crisis matrimoniales internacionales” en Derecho internacional 
privado es, en cierto modo, “complicada” porque existen diferencias muy pronunciadas entre los 
distintos Derechos estatales a la hora de regularlas. Las respuestas de un sistema jurídico a las 
crisis matrimoniales reflejan las concepciones morales, jurídicas y éticas acerca del individuo y la 
familia, en un momento dado. En Crisis matrimoniales internacionales tratamos de arrojar algo 
de luz sobre el tema y reflexionar, desde un punto de vista práctico, en torno a las cuestiones de 
Derecho internacional privado español fundamentales: la competencia judicial internacional y la 
determinación de la ley aplicable en relación con los supuestos de nulidad matrimonial, 
separación judicial y divorcio internacional. Además, en esta obra nos ocupamos del estudio 
práctico de las cuestiones de Derecho internacional privado relacionadas con la compensación 
económica por separación o divorcio internacional entre cónyuges. Lo cierto y verdad es que nos 
encontramos ante un tema que, en los últimos años, ha cobrado una actualidad manifiesta, como 
consecuencia del creciente carácter multicultural de nuestra sociedad derivado del proceso 
globalizador. El incremento de matrimonios entre cónyuges de diferente nacionalidad, ha 
causado un incremento directamente proporcional del volumen de estas reclamaciones de 
pensiones compensatorias en las que se presenta algún elemento internacional. Así, el objetivo 
es reflexionar, desde una perspectiva práctica, y desde la óptica del Derecho internacional 
privado español, acerca de las cuestiones de competencia judicial internacional, determinación 
de la ley aplicable y de Reconocimiento, fuerza ejecutiva y ejecución de las resoluciones en 
materia de compensación económica por separación o divorcio entre cónyuges, con el fin de 
facilitar la comprensión, en estos casos, de la cada vez más compleja trama normativa del Derecho 
internacional privado español. 
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ORTEGA GIMÉNEZ, A., Litigios privados internacionales sobre prestación de alimentos, Valencia, 
Tirant lo Blanch, 2025, 142, pp. ISBN: 9788410958982. 
 

El incremento de los matrimonios entre personas de distinta nacionalidad, las familias con 
residencia en diferentes países, el aumento de las crisis matrimoniales internacionales, las 
divergencias entre los derechos sustantivos de los diferentes Estados, o las dificultades que los 
desplazamientos transfronterizos plantean a la hora del cobro de una pensión compensatoria 
reflejan la necesidad de que los Estados actúen en un ámbito reservado, por tradición, a la esfera 
privada familiar. Nos encontramos ante una cuestión que, en los últimos años, ha cobrado 
especial actualidad, como consecuencia del creciente carácter multicultural de nuestra sociedad. 
Litigios privados internacionales sobre prestación de alimentos se presenta como un trabajo 
eminentemente práctico con el objeto de clarificar y resolver las dudas que, desde la práctica, se 
plantean en la materia en los tres ámbitos tradicionales del Derecho internacional privado: el 
sistema español de competencia judicial internacional en materia de compensación económica 
por separación o divorcio entre cónyuges; la determinación de la ley aplicable a la compensación 
económica por separación o divorcio entre cónyuges; y el reconocimiento, fuerza ejecutiva y 
ejecución de las resoluciones en materia de compensación económica por separación o divorcio 
entre cónyuges. La funcionalidad práctica de este trabajo permite visualizar, con mayor claridad, 
las principales cuestiones que en materia de prestación de alimentos ante matrimonios entre 
personas de distinta nacionalidad se le plantean en el día a día del trabajo a los operadores 
jurídicos, mostrando que estamos ante un tema que no se queda en lo teórico, sino que es 
eminentemente práctico. 
 
ORTEGA GIMÉNEZ, A., Litigios sobre bienes culturales en clave de Derecho Internacional Privado. 
De la dama de oro al Caso Cassirer, Valencia, Tirant lo Blanch, 2025, 268 pp. ISBN: 
9788410959286.  
 

En la era de la globalización, la protección jurídica del patrimonio histórico–artístico y cultural 
enfrenta desafíos sin precedentes. El Derecho internacional privado español, en sinergia con las 
normativas de la Unión Europea y los tratados internacionales, desempeña un papel crucial en la 
salvaguarda de estos bienes invaluables. Sin embargo, la dinámica cambiante del comercio de 
arte y las crecientes incidencias de tráfico ilícito exigen una adaptación y fortalecimiento 
constantes de estas regulaciones. Litigios sobre bienes culturales en clave internacional privatista 
(de La Dama de oro al caso Cassirer) se presenta como una oportunidad para, por un lado, 
reivindicar la importancia que el Derecho internacional privado (desde la perspectiva española, 
lógicamente) como aquella disciplina jurídica, llamada a ayudar a resolver los litigios sobre 
bienes culturales que en el ámbito internacional se puedan producir (Parte I. régimen conflictual 
de los bienes culturales en el derecho internacional privado español: teoría y práctica); y, por otro 
lado, hacer un repaso de los principales litigios privados internacionales sobre bienes culturales 
que se han producido, a nivel mundial, en estos últimos tiempos (Parte II. litigios privados 
internacionales sobre bienes culturales: de la dama de oro al caso Cassirer). 
 
ORTEGA GIMÉNEZ, A. y HEREDIA SÁNCHEZ, L (dirs.)., Silver economy y su impacto en el Derecho 
desde una perspectiva transfronteriza, A Coruña, Colex, 2025, 310 pp. ISBN: 9791370111908. 
 

La obra colectiva Silver Economy y su impacto en el Derecho desde una perspectiva 
transfronteriza, dirigida por Lerdys Saray Heredia Sánchez y Alfonso Ortega Giménez, constituye 
un estudio sistemático sobre las implicaciones jurídicas del envejecimiento poblacional en el 
contexto de la silver economy. El volumen se enmarca en el proyecto de investigación SETRANS, 



842                                          ANUARIO ESPAÑOL DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 2024 

AEDIPr, t. XXV, 2025 
ISSN 1578–3138 

financiado por la Universidad Miguel Hernández de Elche, y reúne trece capítulos elaborados por 
especialistas de distintas áreas del conocimiento jurídico y social. La monografía aborda el 
envejecimiento como un fenómeno estructural con efectos económicos, sociales y normativos, 
especialmente relevantes en regiones con alta esperanza de vida como la Unión Europea y 
América Latina. Desde una perspectiva transfronteriza y comparada, el libro examina el impacto 
de la silver economy en ámbitos como el Derecho internacional privado, la fiscalidad 
internacional, el Derecho de consumo y la protección de los derechos humanos. La estructura de 
la obra se organiza en trece capítulos que analizan distintas dimensiones del fenómeno. El 
capítulo inicial estudia la situación de los consumidores sénior en el ámbito financiero europeo y 
plantea la necesidad de reforzar su protección jurídica mediante reformas regulatorias. A 
continuación, se examina la silver economy como sector estratégico con proyección global, 
destacando el papel activo de las personas mayores en los mercados contemporáneos. 

Diversos capítulos se centran en la fiscalidad internacional, identificando los desafíos 
derivados de la movilidad de jubilados, la digitalización de servicios y la adaptación de los 
sistemas tributarios a nuevas realidades demográficas. Otros trabajos analizan cuestiones 
vinculadas al bienestar, como la inseguridad alimentaria y la cobertura de necesidades básicas, 
integrando perspectivas económicas y sociales en el análisis jurídico. 

La obra presta especial atención a colectivos vulnerables. Se estudia el ejercicio 
transfronterizo de derechos por parte de personas mayores LGTBIQ+ en España, así como la 
situación de adultos mayores en contextos de movilidad internacional o dependencia. También 
se formulan propuestas normativas concretas, entre ellas la aprobación de una ley integral contra 
el maltrato a personas mayores, la armonización legislativa entre Estados y la creación de 
mecanismos de apoyo jurídico en contextos transnacionales. 

Desde el punto de vista metodológico, el volumen presenta una estructura coherente y un 
enfoque interdisciplinar que articula el diálogo entre Derecho civil, Derecho internacional 
privado, derechos humanos y política fiscal. Se observa que el casuismo impera en su valoración 
concreta, ya que cada capítulo parte de supuestos específicos que permiten examinar con detalle 
las implicaciones normativas del envejecimiento en escenarios reales y diferenciados. Esta 
aproximación facilita una comprensión precisa de los problemas jurídicos planteados y de las 
posibles respuestas regulatorias. Asimismo, la publicación en acceso abierto amplía su alcance 
académico y social, facilitando la difusión del conocimiento en un ámbito de creciente relevancia. 
Quizá no debiera sorprender tanto que el análisis jurídico del envejecimiento requiera esta 
atención minuciosa a los casos concretos, dado el carácter transversal y cambiante de los 
fenómenos demográficos actuales. 

Es hora de concluir aconsejando la lectura de un libro que ofrece una panorámica detallada 
de las interacciones entre silver economy y ordenamiento jurídico. La obra proporciona un 
estudio descriptivo de los desafíos existentes y de las líneas de reforma planteadas, 
constituyéndose en una referencia para investigadores, juristas y responsables públicos 
interesados en el estudio del envejecimiento desde una perspectiva jurídica transnacional. 

 
PALAZÓN GARRIDO, M. y SÁNCHEZ LORENZO, S.A. (dirs.), Registro de la Propiedad y Registro 
Mercantil ante las situaciones privadas internacionales, Aranzadi, Las Rozas (Madrid), 2024, 618 
pp. ISBN: 9788410295025. 

 
El Derecho internacional privado registral constituye uno de los sectores en los que con mayor 

intensidad se manifiesta la fricción entre la lógica territorial de los registros públicos y la 
estructura transfronteriza de las relaciones jurídicas contemporáneas, pues la territorialidad 
institucional, la estricta vinculación del registro al ordenamiento que lo establece y el carácter 
formalizado de la calificación registral deben coordinarse con la circulación de documentos 
extranjeros, el reconocimiento de decisiones foráneas y la eventual aplicación de leyes distintas 
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de la ley registral; en este particular escenario, la obra dirigida por María Luisa Palazón Garrido 
y Sixto A. Sánchez Lorenzo afronta esta tensión desde una perspectiva sistemática que integra los 
presupuestos sustantivos y su proyección registral, partiendo de una premisa metodológica 
inequívoca: la cuestión registral internacional no puede concebirse como un añadido técnico 
posterior a la determinación del régimen material aplicable, ya que en múltiples operaciones 
transfronterizas, transformaciones societarias, liquidaciones del régimen económico 
matrimonial, sucesiones con bienes inmuebles situados en varios Estados, constitución de 
derechos reales o garantías sobre bienes radicados en el extranjero, el acceso al registro configura 
un elemento estructural de la eficacia jurídica, y la publicidad registral condiciona la oponibilidad 
y la seguridad del tráfico, de modo que la dimensión registral forma parte del núcleo mismo del 
problema jurídico. 

El volumen culmina un proyecto de investigación desarrollado durante más de una década en 
colaboración con el Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles 
de España. Las contribuciones responden tanto a consultas formuladas por registradores como 
a una encuesta destinada a identificar los sectores más problemáticos en la práctica registral 
internacional y es precisamente esta conexión directa con la experiencia profesional la que dota 
al conjunto de una orientación aplicada que no compromete el rigor dogmático; al contrario, sitúa 
el análisis en aquellos puntos donde la construcción teórica se confronta con la práctica cotidiana 
de la calificación. 

La obra se articula en cuatro partes que recorren los principales ámbitos con trascendencia 
registral. La primera parte aborda cuestiones de alcance transversal y societario. Sixto Sánchez 
Lorenzo analiza la eficacia de los poderes de representación voluntaria otorgados en el 
extranjero, examinando la ley aplicable a la forma, el control de equivalencia y suficiencia, la 
incidencia de normas imperativas y el delicado equilibrio entre las funciones notariales y 
registrales. Se trata de una materia paradigmática para la comprensión de la calificación en 
contextos internacionales y de la necesaria coordinación entre autoridades. Ángel María 
Ballesteros Barros ofrece, por su parte, un estudio actualizado de las principales problemáticas 
societarias con proyección en el Registro Mercantil, abordando de manera sistemática los 
conflictos que plantea el acceso registral de operaciones societarias con elemento extranjero. La 
segunda parte se dedica al régimen económico matrimonial. Gabriel Alonso Landeta examina la 
interacción entre el Reglamento (UE) 2016/1103 y los registros españoles, estableciendo el 
marco normativo desde el que deben resolverse los problemas de inscripción. Gisela Moreno 
Cordero analiza el reconocimiento e inscripción de la liquidación del régimen económico 
matrimonial derivada de un divorcio, con especial atención a la articulación entre los distintos 
instrumentos reguladores del reconocimiento de documentos, cuestión que ha suscitado un 
debate doctrinal particularmente intenso. Miguel Checa Martínez estudia las relaciones 
patrimoniales entre cónyuges y sucesiones conectadas con el common law, incluyendo el 
tratamiento del trust y su proyección en procedimientos ante autoridades españolas cuando 
resultan aplicables reglamentos europeos o normativa interna. Este capítulo pone de relieve las 
dificultades que plantea la recepción de categorías anglosajonas en el marco conceptual del 
sistema registral español. La tercera parte se ocupa de las sucesiones mortis causa. Isabel 
Rodríguez–Uría Suárez analiza la determinación de la ley sucesoria y su ámbito material de 
aplicación, con especial atención a la relación entre el Reglamento (UE) 650/2012 y la regulación 
de los derechos reales. Rosario Jiménez Rubio examina el papel del Registro de la Propiedad 
español en las sucesiones europeas, atendiendo a los problemas que surgen en la práctica de la 
inscripción. Rosa Miquel Sala aborda el régimen de los pactos sucesorios y su proyección 
registral. Carmen Ruiz Sutil se centra en el reenvío y la remisión a sistemas plurilegislativos en 
materia sucesoria. En este bloque se aprecia con claridad la necesidad de coordinar el régimen 
sustantivo sucesorio con las exigencias propias del sistema registral, así como la compleja 
delimitación entre ley sucesoria y estatuto real. Por último, la cuarta parte se dedica a los 
derechos y garantías reales. María Luisa Palazón Garrido analiza la adaptación de derechos reales 
constituidos en el extranjero, partiendo de la previa operación de calificación y de las 
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divergencias sustantivas existentes en torno al concepto de derecho real en los distintos 
ordenamientos, así como de la tensión entre sistemas de numerus clausus y numerus apertus. 
Klaus Jochen Albiez Dohrmann examina los problemas derivados de operaciones de crédito 
inmobiliario de consumo con hipoteca constituida en el extranjero, ofreciendo un análisis 
detallado de las múltiples cuestiones conflictuales que suscita esta práctica. Anabel Fraga 
Vázquez y Jesús Camy Escobar presentan el modelo IMOLA de interoperabilidad registral 
europea, destacando los desafíos semánticos y tecnológicos asociados a la estandarización de la 
información y a la construcción de plataformas de intercambio de datos registrales. 

Resulta especialmente destacable la coherencia del conjunto. Determinadas cuestiones, como 
la relación entre el Reglamento de Sucesiones y la disciplina de los derechos reales o la eventual 
aplicación de derechos civiles territoriales distintos del común a personas que no ostentan la 
correspondiente vecindad, aparecen en distintos capítulos, lo que permite contrastar 
aproximaciones y enriquecer el análisis. La pluralidad de autorías no compromete la unidad 
metodológica, pues todas las contribuciones comparten la premisa de que la dimensión registral 
constituye parte integrante del análisis conflictual. Por otro lado, desde una perspectiva 
sistemática, la obra confirma que el Derecho internacional privado registral funciona como un 
banco de pruebas para categorías clásicas tales como la calificación, la adaptación, el 
reconocimiento de documentos y decisiones extranjeras y la coordinación de sistemas 
plurilegislativos. La territorialidad del registro no puede operar como obstáculo absoluto frente 
a la circulación internacional de situaciones jurídicas; exige, por el contrario, una técnica de 
articulación que preserve la seguridad del tráfico sin desnaturalizar las instituciones propias del 
foro. 

En definitiva, el volumen dirigido por María Luisa Palazón Garrido y Sixto A. Sánchez Lorenzo 
se erige en una contribución de referencia para el estudio del régimen registral en situaciones 
privadas internacionales. Su solidez dogmática, la amplitud de los sectores abordados y la 
estrecha conexión con la práctica registral confieren a la obra un valor singular en la doctrina 
española reciente. En un ámbito caracterizado por la creciente complejidad normativa y por la 
intensificación de la circulación transfronteriza de situaciones jurídicas, este libro proporciona 
instrumentos conceptuales y soluciones técnicas de indudable utilidad, y está llamado a ocupar 
un lugar destacado en la bibliografía especializada sobre Derecho internacional privado. 

 
José Carlos FERNÁNDEZ ROZAS * 

 
PLA ALMENDROS, R., La solución extrajudicial de disputas transfronterizas en el Reglamento 
europeo de servicios digitales, A Coruña, Colex, 2025, 258 pp. ISBN: 9788411949262. 
 

Los medios de solución extrajudicial en línea, caracterizados por su flexibilidad, rapidez y bajo 
coste, han cobrado protagonismo en la actual economía de las plataformas, donde los conflictos 
transfronterizos entre usuarios digitales y plataformas en línea son cada vez más frecuentes, y el 
desequilibrio de aquellos frente a estas, también. Ante un marco jurídico poco adecuado y la 
necesidad de conseguir un entorno digital seguro que incremente la confianza de los usuarios, el 
legislador europeo se ha servido de diferentes “leyes digitales” para instaurar medios de solución 
extrajudicial en línea que protejan a los usuarios frente a los gigantes tecnológicos. Un ejemplo es 
el Reglamento de Servicios Digitales, cuyos mecanismos extrajudiciales serán estudiados tanto 
individualmente como en su contexto. Este examen permitirá poner de relieve que la nueva 
regulación, además de incompleta, se ha dictado de forma descoordinada con el resto de las 
normas aplicables al entorno digital de la UE. Ello provocará solapamientos entre los medios 
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extrajudiciales introducidos por cada una de ellas, que podrán confundir y desincentivar al 
usuario digital en su empleo, obstaculizando la consolidación del mercado único digital. 

 
QUINZÁ REDONDO, P., Derecho internacional privado, plurilegislación civil española y Derecho 
interregional, Valencia, Tirant lo Blanch, 2025, 172 pp. ISBN: 9791370211929. 
 

El ordenamiento jurídico español responde a la configuración propia de los Estados 
plurilegislativos de base territorial, al menos en materia civil, con innegables repercusiones en la 
resolución de conflictos que ocurren no solo dentro de nuestras fronteras, sino también más allá. 
Partiendo de dicha circunstancia, se presenta un trabajo multidisciplinar en el que, aunque en 
última instancia se tratan esencialmente problemas internacional privatistas, se parte de las 
bases constitucionales y civiles que configuran el modelo español. El lector encontrará una parte 
final dedicada a abordar la problemática de las sucesiones internacionales y la plurilegislación 
civil española, donde se razona de manera estructurada la relación entre el Derecho internacional 
privado europeo, la (no) competencia de las Comunidades Autónomas para elaborar normas 
para resolver los conflictos de leyes y los retos constitucionales que plantea el art. 149.1.8ª CE. 

 
RODRÍGUEZ BENOT, A. y HORNERO MÉNDEZ, C. (dirs.) y GARCÍA ÁLVAREZ, L. (coord.), La 
autonomía de la voluntad en el ámbito matrimonial y de las parejas de hecho. Perspectivas interna, 
internacional y comparada, Valencia, Tirant lo Blanch, 2025, 392. pp. ISBN: 9788410957015. 
 

En un momento en que la ordenación patrimonial del matrimonio y de las parejas de hecho 
se ve atravesada por la pluralidad legislativa interna y por la creciente incidencia del Derecho de 
la Unión Europea, la autonomía de la voluntad se consolida como categoría central del sistema. 
La obra colectiva reseñada parte de esta premisa y ofrece una aproximación sistemática a la 
autonomía privada, en su dimensión sustantiva y conflictual, proyectándola en los planos interno, 
europeo e internacional. 

Se inicia la parte dedicada al Derecho interno se inicia con la contribución de Cristina de 
Amunátegui Rodríguez sobre la situación de las parejas no casadas ante la ausencia de una 
regulación estatal uniforme y la consiguiente diversidad autonómica. La autora describe un 
panorama normativo fragmentado y propone la revisión de determinadas disposiciones del 
Código Civil, especialmente en materia de cargas familiares, vivienda, compensaciones tras la 
ruptura y derechos sucesorios. Destaca el papel de la voluntad de las partes como instrumento 
de ordenación y subraya la necesidad de una adecuada información profesional, deteniéndose en 
el contenido y en el control de los pactos entre convivientes. La proyección de la libertad de 
autorregulación en la empresa familiar es examinada por Neus Cortada Cortijo y Clara Barrufet 
Borrell. Su aportación analiza la incidencia del Protocolo Familiar en las capitulaciones 
matrimoniales, la eficacia de los pactos frente a terceros y la naturaleza de las cláusulas que 
condicionan la actuación de los cónyuges, concluyendo que tales previsiones deben entenderse 
como orientaciones carentes de fuerza obligatoria. En el ámbito sucesorio, M. Esperança Ginebra 
Molins estudia la posición de las parejas de hecho en la sucesión intestada dentro de los distintos 
Derechos civiles españoles, destacando la diversidad de soluciones tanto en el reconocimiento de 
la pareja como en su posición hereditaria. El examen incorpora la dimensión constitucional del 
debate y evidencia la complejidad derivada de la pluralidad civil interna. A continuación, Elena 
Goñi Huarte centra su atención en la modificación de pactos económicos, desde las capitulaciones 
hasta los acuerdos en previsión de ruptura. La autora examina los límites derivados de la igualdad 
entre los miembros de la pareja y del interés superior del menor, así como la operatividad de la 
cláusula rebus sic stantibus y el recurso a la mediación ante alteraciones sustanciales de las 
circunstancias. El bloque interno se completa con la aportación de Francisca Ramón Fernández 
sobre la incidencia de la Ley 17/2021 en relación con los animales de compañía en situaciones 



846                                          ANUARIO ESPAÑOL DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 2024 

AEDIPr, t. XXV, 2025 
ISSN 1578–3138 

de crisis matrimonial. El examen del art. 90 Cc y de la jurisprudencia relevante pone de relieve la 
relevancia de la voluntad conyugal en la determinación del régimen de custodia y gastos, al 
tiempo que señala las lagunas normativas respecto de las parejas no casadas. 

La dimensión internacional se articula en torno a la libertad de elección en los Reglamentos 
(UE) 2016/1103 y 2016/1104. Cristina González Beilfuss delimita con precisión los requisitos y 
límites de la elección de ley aplicable, subrayando que la facultad reconocida responde a criterios 
de proximidad y previsibilidad y no a una potestad irrestricta. Su aportación permite comprender 
el equilibrio entre apertura y delimitación que caracteriza el modelo europeo y resulta 
particularmente esclarecedora para su aplicación práctica. En línea con esta reflexión, Mercedes 
Soto Moya examina los foros del Reglamento 2016/1104 relativos a los efectos patrimoniales de 
las parejas registradas, prestando atención a la acumulación de competencias y a la sumisión 
expresa o tácita. El trabajo evidencia las dificultades que surgen cuando la ley elegida pertenece 
a un Estado no participante en la cooperación reforzada. La incidencia de la ley aplicable se 
concreta posteriormente en la vivienda familiar. David Carrizo Aguado analiza su inclusión en el 
ámbito del Reglamento 2016/1103 y los límites derivados de normas imperativas y orden 
público, con referencia a la interpretación restrictiva de las leyes de policía por el Tribunal de 
Justicia. Antonio Merchán Murillo aborda la elección de ley por medios electrónicos, examinando 
los requisitos formales de los acuerdos digitales, su reconocimiento internacional y la relevancia 
del Reglamento (UE) 2024/1183 y del Convenio de La Haya de 1961, con especial atención a los 
archivos electrónicos cualificados. 

La dimensión comparada amplía el horizonte del volumen. Clarissa Fonda e Isidoro Antonio 
Calvo Vidal analizan la función de la autorregulación en el régimen económico matrimonial y en 
las uniones civiles italianas, examinando su aplicación bajo los Reglamentos europeos y 
recorriendo cuestiones patrimoniales esenciales ilustradas con supuestos prácticos. Por su parte, 
Noadis Milán Morales estudia la Unión de Hecho Afectiva en el Código de las Familias cubano, 
abordando sus efectos personales y patrimoniales, la responsabilidad frente a terceros y las 
causas de extinción, con especial atención a la distribución de bienes, compensaciones 
económicas y derechos sucesorios, y ofreciendo un contraste con el sistema español. 

En su conjunto, el volumen presenta una construcción ordenada de la autonomía de la 
voluntad como categoría transversal del Derecho de familia patrimonial, examinada en su 
proyección interna, europea y comparada. Cabe resaltar dos elementos que dotan a la obra de 
gran valor. De un lado, la secuencia adoptada permite apreciar la continuidad entre las distintas 
dimensiones del estudio y proporciona una visión integrada de los problemas que plantea la 
configuración patrimonial de las relaciones familiares en un ordenamiento plural. De otro lado, 
la combinación del examen normativo, atención a la jurisprudencia y referencia a la práctica que 
refuerza el valor del conjunto. Nos hallamos ante una obra que contribuye de manera significativa 
al debate doctrinal y que ofrece una referencia sólida para el estudio y la aplicación del régimen 
patrimonial del matrimonio y de las parejas de hecho en situaciones que trascienden el ámbito 
estrictamente estatal. 
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* El Observatorio Permanente de la Inmigración (OPI) es un órgano colegiado que, según lo dispuesto en la Ley 

Orgánica de Extranjería (LO 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 
integración social), en su Disposición adicional quintaEnlace externo al portal. Se abrirá en una pestaña nueva., “(…) 
aunará el conjunto de la información estadística disponible en materia de extranjería, inmigración, protección 
internacional y nacionalidad, con independencia de la Administración Pública, Departamento ministerial u Organismo 
responsable de su elaboración, con la finalidad de servir como sistema de análisis e intercambio de la información 
cualitativa y cuantitativa relacionada con los movimientos migratorios al servicio de las entidades responsables de 
gestionar las políticas públicas en dichas materias. Entre sus funciones, enumeradas de forma genérica en el art. 3 del 
Real Decreto 345/2001Enlace externo al portal. Se abrirá en una pestaña nueva., le corresponde la publicación de 5 
estadísticas oficiales, como consta en el Real Decreto 1225/2024, de 3 de diciembre, por el que se aprueba el Plan 
Estadístico Nacional 2025–2028Enlace externo al portal. Se abrirá en una pestaña nueva.. Además, el Observatorio 
Permanente de la Inmigración es parte del Sistema Estadístico Europeo (art. 5(2) en conjunción con el art. 4 del 
Reglamento EC No 223/2009), y reconocido como “otra autoridad nacional (ONA, por sus siglas en inglés) 
encargadas del desarrollo, la producción y la difusión de las estadísticas europeas designadas por los Estados 
miembros”, y así figura expresamente en la Lista de los Institutos Nacionales de Estadística. 


